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La contratación estatal dentro del marco del Estado Social de Derecho ha 
sostenido, entre otros, los pilares de la descentralización, desconcentración de 
funciones y servicios, los cuales buscan el cumplimiento de los fines esenciales 
del Estado, siendo dichos pilares de mucha monta y profundidad, pues ahora y en 
especial a partir de la Constitución Política de Colombia es que el Estado a través 
de las entidades públicas, cumple sus funciones y ejecuta sus recursos 
económicos de naturaleza pública a través de lo que se denomina la Contratación 
Estatal, la cual como lo prevé el artículo 3º de la Ley 80 de 1998, contribuye al 
cumplimiento de los fines esenciales del Estado, consagrados en el artículo 2º de 
la Constitución Política de Colombia. 
 
La contratación, no sólo consiste en la necesidad de las entidades de manifestar 
su voluntad a fin de atender al cumplimiento de sus funciones, sino que, 
constituye, ahora, la forma propia y regla general como se ejecutan los recursos 
públicos en pro del beneficio común. 
 
La contratación estatal es un bloque de normas, de procesos y procedimientos 
reglados que le dan la hoja de ruta a cada entidad para el cumplimiento de sus 
funciones, y como tales deben cumplirse en forma cabal, pues es así y no de otra 
forma como lo ha consagrado el órgano legislador, en este caso el Congreso de la 
República. 
 
Esta hoja de ruta es la ley, que en principio se puede consolidar en el Estatuto de 
Contratación Pública constituido por la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007 y a 
partir del 15 de agosto de 2013 el Decreto 1510 de 2013, compilado por el Dcto 
1082 de 2015; sin embargo, la misma norma ha consagrado formas especiales de 
contratación estatal, en algunos casos dispersas, empero igualmente importantes 
para la entidad pública. 
 
Conforme lo indica la norma, a las entidades públicas les corresponde siempre 
manifestar su voluntad entre sí, para con ello ser eficientes y eficaces, y es aquí 
en donde nace la definición de contrato, el cual por ser entre entidades públicas 
puede obtener el calificativo de interadministrativo; así mismo se debe hacer 
alusión de otra figura jurídica denominada Convenio, el cual, al igual que el 
contrato interadministrativo, cuando éste se suscribe entre entidades públicas, 
también se le puede catalogar como interadministrativo, este convenio 
interadministrativo es otra figura que contribuye con hacer efectivos los Fines 
Esenciales del Estado Social de Derecho, particularmente en la búsqueda del 
bienestar general, de igual manera que el contrato interadministrativo. 
 
Dentro del marco normativo Colombiano se encuentra que las entidades públicas 
pueden llegar al acuerdo de voluntades entre sí, ya sea a título de lo que se 
denomina contrato o a título del convenio, en ambos casos con el calificativo de 
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interadministrativo, pues se da entre entidades públicas, tal como lo indica el 
artículo 76 del Decreto 1510 de 2013, compilado por el Dcto 1082 de 2015, Art. 
2.2.1.2.1.4.4; sin embargo, debido a que la legislación colombiana contractual, no 
da una definición concreta de qué es contrato y que es convenio, se han 
presentado innumerables posiciones las cuales se pretenden resolver con el 
presente trabajo. 
 
Tanto el contrato como el convenio interadministrativo son formas de llegar al 
acuerdos de voluntades y, por ende, poseen un mismo origen; sin embargo, lo que 
no se ha logrado comprender es que estas dos figuras jurídicas tienen sus propias 
características que los hacen disímiles uno del otro, puesto que cada uno de ellos 
tiene sus propias características, que lo hacen diferentes entre sí, no tanto en su 
origen sino en su forma de ejecución y cumplimiento.  
 
El objetivo del presente trabajo es poder hacer un análisis de cada una de estas 
formas de finiquitar el acuerdo de voluntades entre entidades públicas, llegando a 
poder establecer que para el cumplimiento de los fines propios de cada entidad y 
los del contexto como Estado, es necesario identificar con claridad cuáles son las 
similitudes que comparten el contrato y el convenio interadministrativo, cuáles son 
sus características, requisitos, procedimientos de selección, su régimen y efectos 
jurídicos según cada caso, para con ello propender por lograr tener certeza de la 
similitud y la diferencia entre estas dos figuras jurídicas que a diario son utilizadas 
por las entidades públicas, en el cumplimiento de los fines esenciales del Estado. 
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1. ASPECTOS PREELIMINARES 
 
1.1  PROBLEMA Y DESCRIPCIÓN DEL PROBLEMA 
 
¿Son el contrato y el convenio interadministrativo acuerdos de voluntad que 
poseen la misma naturaleza, régimen legal, características y efectos jurídicos 
durante su formación, proceso de selección  y ejecución?   
 
Las entidades públicas para el cumplimiento de sus fines esenciales manifiestan 
su voluntad entre si con propósitos múltiples, sin embargo estas entidades por 
falta de claridad en la norma carecen de la seguridad para poder comprender la 
naturaleza jurídica del contrato y el convenio interadministrativo asumiendo así en 
forma equivocada que se trata de acuerdos de voluntad iguales, que se rigen por 
las mismas normas, que se les aplica el Estatuto General de la Contratación 
Pública, que están regidos por las modalidades de selección del contratista, que 
comparten las mismas características y que poseen mismos requisitos para su 
nacimiento a la vida jurídica y ejecución. 
 
Al confundir que el convenio y el contrato interadministrativo son una misma figura 
jurídica se incurren en la aplicación de procesos y procedimientos innecesarios y a 
la contradicción y desde luego se raya con principios como los de legalidad, 
eficiencia, eficacia y economía.  
 
Al tratar indiferente y en forma sinónima al contrato interadministrativo con el 
convenio interadministrativo, se incurre en gran dificultad, no solo para el servidor 
público que tiene a su cargo la selección del contratista para la satisfacción de la 
necesidad  planteada por la entidad gubernamental, y derivado de ello se incurre 
en la equivocada utilización de normas, procesos y procedimientos de escogencia 
de la persona natural o jurídica que ira a ejecutar el objeto motivo del acuerdo de 
voluntades, así mismo para los órganos de control o entidades judiciales se  
puede llegar al punto de desarrollar juicios de valor ya sea disciplinarios, de 
responsabilidad fiscal  o penales con parámetros normativos equivocados llegando 
al punto que se emita la respectiva sanción, con argumento que para este autor de 
tesis son constitutivos de una desviación de poder1 en cuanto al ámbito 
administrativo y de vía de hecho2 en cuanto al ámbito judicial materializada en 
                                            
1 En cuanto a la desviación de poder, el Dr. Ciro Norberto Güechá Medina, indica en su obra: 
Derecho Procesal Administrativo que: “los actos administrativos deben ser expedidos para cumplir 
las finalidades propias de la entidad pública, que no pueden ser otras que las de satisfacer 
intereses de carácter general. En ocasiones esos fines de interés general que deben perseguir los 
actos administrativos se ven torcidos pro intereses propios y particulares de quienes los expiden o 
de terceros, o que genera el vicio por desviación de poder o abuso de del poder de la autoridad 
pública.  
2 En cuanto a la Vía de Hecho, la jurisprudencia No. T-518 de 1995, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa, 
Peticionario Soledad Vda. de Restrepo, Expediente No. T-75.675. En esta jurisprudencia la 
Honorable Corte Constitucional manifiesta que: Las "vías de hecho" implican una decisión judicial 
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especial por una transgresión del derecho al debido proceso3, puesto que cuando 
se trata como igual al contrato interadministrativo y al convenio interadministrativo, 
el análisis normativo de una acción, omisión o afectación del deber funcional o 
afectación patrimonial es equivocado, lo cual va en perdida de garantías para el 
servidor público que esta siendo disciplinado o investigado y sancionado y no 
bastando con  ello, todo lo anterior significa que se generaliza un mensaje 
equívoco para el ciudadano del común, quien recibe información equivocada al 
respecto, ya que cualquier ciudadano observa que el servidor público trata de una 
manera al convenio y contrato interadministrativo mientras que el órgano de 
control o jurisdiccional hace de otra manera, llevando así al ciudadano a una  gran 
confusión, pues bajo el principio de legitima confianza, este ciudadano del común, 
se haría la reflexión de a quien de los anteriores servidores le ve como cierto, a 
quien le otorga la razón o credibilidad,  a quien le otorga el beneficio de la duda 
con respecto al verdadero concepto del Contrato interadministrativo y del 
Convenio Interadministrativo.       
 
1.2  HIPÓTESIS 
 
El contrato y el convenio interadministrativos son acuerdos de voluntades que 
poseen su propio régimen jurídico, sus propios fines, sus propios requisitos, sus 
particulares reglas, procesos, procedimientos y formas de ejecución diferentes 
unas de otras y desde luego consecuencias diferentes en su ejecución.   
 
Hablar del contrato interadministrativo, es establecer que dicho acuerdo de 
voluntades suscrito entre entidades públicas, esta reglado por normas que en el 
ámbito de la contratación pública las denominados Estatuto General de la 
Contratación Pública, con parámetros, procesos y procedimientos propios de este 
acuerdo de voluntades. 
 
El Convenio interadministrativo está alejado de las reglas particulares del Estatuto 
General de la Contratación pública, pues el régimen legal de esta forma de 
manifestar la voluntad de las entidades públicas esta reglada y se desarrolla a 
través de los Artículos 6, 95 y 107 de la ley 489 de 1998, las cuales nos permiten 
concluir que esta forma de manifestar la voluntad es alejada de los parámetros del 
Estatuto General de la Contratación Pública. 
                                                                                                                                     
contraria a la Constitución y a la Ley, que desconoce la obligación del Juez de pronunciarse de 
acuerdo con la naturaleza misma del proceso y según las pruebas aportadas al mismo. Los 
servidores públicos y específicamente los funcionarios judiciales, no pueden interpretar y aplicar las 
normas en forma arbitraria, pues ello implica abandonar el ámbito de la legalidad y pasar a formar 
parte de actuaciones de hecho contrarias al Estado de derecho, que pueden ser amparadas a 
través de la acción de tutela… 
3 Constitución Política de Colombia: Art. 29 “El debido proceso se aplicará a toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas. Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la 
plenitud de las formas propias de cada juicio… Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con 
violación del debido proceso. 
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1.3  OBJETIVOS 
 
 
1.3.1 Objetivo general. Establecer que en materia de contratación Estatal los 
convenios y contratos interadministrativos, siendo ambos un acuerdo de 
voluntades entre entidades públicas, poseen  una naturaleza jurídica totalmente 
diferente y por ende tienen sus propios requisitos, procedimientos, características 
y efectos jurídicos. 
 
1.3.2  Objetivos específicos 
 
- Concretar que es el Negocio Jurídico o Acuerdo de Voluntades. 
- Establecer el Negocio Jurídico y su Clasificación.  
- Establecer el concepto de Contrato Estatal, sus elementos, características, 
partes suscribientes y régimen jurídico. 
- Establecer las clases de contratos estatales y Modalidades de Selección del 
contratista. 
- Establecer el concepto de Convenio Estatal, sus elementos, características, 
partes suscribientes y régimen jurídico. 
- Establecer la clasificación de los convenios de la Administración.    
- Concretar el concepto de Contrato Interadministrativo, partes, características y  
Régimen jurídico. 
- Concretar el concepto de Convenio Interadministrativo, partes, características y  
Régimen jurídico. 
 
1.4  ESTRATEGIAS METODOLÓGICAS 
 
El Método utilizado es el Inductivo, partiendo de lo general hasta llegar a lo 
particular, puesto que se comenzó analizando el concepto genérico de lo 
entendido como El Negocio Jurídico, pasando por la clasificación del mismo, sus 
requisitos y su clasificación hasta el punto de poder discriminar en forma concreta 
y específica el Contrato Interadministrativo y el Convenio Interadministrativo.  
 
En este trasegar se analizaron las disposiciones normativas constituidas por la 
Carta Política, la Ley 80 de 1993, los Artículos 6, 95 y 107 de la ley 489 de 1998, 
discutiendo su desarrollo a través de la lectura de la Ley 1150 del año 2007 y el 
Decreto 1510 de 2013, compilado por el Decreto 1082 de 2015. 
 
Igualmente se han examinado las disposiciones doctrinales y jurisprudenciales 
que han profundizado sobre los contratos interadministrativos y convenios 
interadministrativos, las cuales han establecido su naturaleza jurídica, finalidades, 
procedimientos y requisitos propios de cada uno, lo cual ha guiado a las diferentes 
entidades estatales, así como los entes de control. 
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2. EL NEGOCIO JURÍDICO 
 
Como se trata de consolidar cuáles son las características y forma de ejecución 
que acompañan al contrato y al convenio interadministrativo, debe remitirse sin 
lugar a dudas en el origen del uno y del otro, lo cual para nuestro tema de estudio 
es punto de partida en común la definición de Negocio Jurídico, ya que tanto el 
contrato como el convenio interadministrativo nacen en un mismo acuerdo de 
voluntades, es decir, son estas dos formas un mismo acuerdo de voluntades o 
negocio jurídico, aunque como se verá más adelante, el interés del negocio 
jurídico denominado contrato estatal posee un interés diferente al convenio 
interadministrativo. 
 
2.1  ORIGEN Y DIFUSIÓN 
 
Del negocio jurídico se puede remitir a los estudios, documentos y definición que 
hicieron los pandectistas4 alemanes, quienes en busca de lograr la sistematización 
de la ciencia jurídica, consagraron en el Código Civil Alemán del año 1900, que el 
negocio jurídico era la declaración de la voluntad orientada a conseguir una 
finalidad práctica, amparada por el ordenamiento legal. 
 
En Francia, el concepto de negocio jurídico fue consagrado en su legislación con 
la denominación de “Acto Jurídico”; sin embargo, se reúnen las mismas 
características que sobre el negocio jurídico consagraron los pandectistas 
alemanes.  
 
Lo mismo se consagró en el artículo 859 del Código Austriaco y artículos 33 y 35 
del Código Civil de Obligaciones Suizo; textos y legislaciones que aprehendieron 
el concepto de negocio jurídico establecido por los pandectistas.  
 
2.2  CONCEPTO 
 
El negocio jurídico se puede entender como aquella manifestación de voluntad o 
acuerdo de voluntades que nace en el interés propio de una o más partes, la cual 
se materializa con la exteriorización de ella y la aceptación de las mismas, en aras 
de auto regular a futuro intereses mutuos, a través de obligaciones recíprocas 
establecidas, jurídicamente válidas. 
 
Dicha manifestación de voluntad nace como resultado de la autonomía privada de 
                                            
4 Los pandectistas: Autores del derecho de pandectas, que enlazan con la escuela histórica 
alemana dada por su fundador Federico Carlos de Savigny (1779-1861), quienes elaboran ciencia 
y dogmática jurídica mediante la interpretación actualizada del Corpus Iuris. Los pandectistas 
defienden el positivismo de la ciencia jurídica, establecieron que el ordenamiento jurídico es un 
sistema de principios y reglas cerrado y completo, por ello las lagunas no pueden existir en el 
sistema de conceptos y de dogmas, ya que el jurista dispone de medios para encontrar las 
soluciones a los casos no contemplados en la norma, con un procedimiento lógico formal. 
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los seres humanos y de los intereses, derechos y deberes de las instituciones que 
representa, de tal manera que conlleva a una tutela por parte del derecho público 
y privado.  
 
Este acuerdo de voluntades conlleva intereses propios e intereses comunes los 
cuales se materializan en el aspecto formal elevado a escrito y que conlleva a 
establecer un “pacta sunt servanda” bajo el cual cada una de las partes se rigen 
por este acuerdo de voluntades, empero siempre cada parte con la espera de un 
beneficio, al respecto de esto  podemos traer a colación lo manifestado por el 
Catedrático de la Universidad del Rosario de Colombia Dr. Julián Parra Benítez, 
quien indica: “Desde el origen del negocio jurídico, las partes tienen expectativas 
sobre los beneficios que esperan recibir del mismo…”5. 
 
2.3  CARACTERÍSTICAS 
 
2.3.1  Libre albedrío. Voluntad o posibilidad de autodeterminación que las partes 
del negocio jurídico tengan. Las partes que fijan sus obligaciones dentro del 
desarrollo del negocio jurídico lo hacen así en virtud a su querer de obrar de tal 
manera y su querer de comprometer sus condiciones en pro de lograr determinado 
fin. 
 
En el caso que en un negocio jurídico participe una entidad de derecho público, 
dicho libre albedrío o voluntad debe estar revestida y orientada por las 
disposiciones constitucionales y legales propias de cada cargo, toda vez que se 
trata de la representación de la sociedad ejercida a través de un servidor público el 
cual no puede actuar por fuera de sus deberes como tal. 
 
2.3.2  Exteriorización. Todo acuerdo de voluntades debe estar revestido de una 
manifestación clara de su voluntad o libre albedrío, en cuyo caso la mejor forma de 
plasmarlo es el documento, y para el caso que en dicho acuerdo participe la 
voluntad de una entidad pública, por disposición legal éste debe ser un documento 
escrito, el cual debe contener los requisitos mínimos de todo acuerdo6 que 
correspondan según la naturaleza del acuerdo de voluntades. 
 
                                            
5 PARRA BENÍTEZ, Julián. La teoría de hecho del príncipe y la teoría de la imprevisión como 
instrumentos que reestablecen el equilibrio económico contractuales en los contratos estatales. En: 
ARAÚJO OÑATE, Rocío (ed). La Ley 1150 de 2007 ¿una respuesta a la eficacia y transparencia 
en la contratación estatal?. Bogotá: Universidad del Rosario, 2011. p. 181. 
6 Código Civil Colombiano. Artículo 1501: Cosas esenciales, accidentales, y de la naturaleza. Se 
distinguen en cada contrato las cosas que son de su esencia, las que son de su naturaleza, y las 
puramente accidentales. Son de la esencia de un contrato aquellas cosas sin las cuales, o no 
produce efecto alguno, o degeneran en otro contrato diferente; son de la naturaleza de un contrato 
las que no siendo esenciales en él, se entienden pertenecerle, sin necesidad de una cláusula 
especial; y son accidentales a un contrato aquellas que ni esencial ni naturalmente le pertenecen, y 
que se le agregan por medio de cláusulas especiales. 
 15 
2.3.3 Multilateralidad. A todo negocio jurídico deben comparecer mínimo dos 
partes, podrían ser más, empero por ningún motivo sería válido un negocio jurídico 
en que intervenga sólo una persona. Desde luego que dicho acuerdo de 
voluntades podría nacer en una de las partes frente a la cual la otra u otras 
aceptan o no, empero para que se materialice una relación regulada a futuro se 
requiere de más de una parte. 
 
2.3.4 Interés. O ánimo de la persona de comprometer, de lograr un fin, de obtener 
una utilidad o beneficio, el interés de la partes de un negocio jurídico nace en el fin 
que buscan las partes que intervienen. Este interés podría ser de diversas clases: 
económico, administrativo, moral, religioso etc., el cual depende de la naturaleza 
de las partes que integran el acuerdo de voluntades. 
 
El interés siempre está revestido de la intención, del beneficio, de la mutualidad, 
puesto que es cada parte del negocio jurídico la que determina cual es o será su 
interés, ya que éste puede ser a mutuo propio o en pro de un tercero.  
 
2.3.5 La aceptación o consensualidad. Es decir, aquel recibimiento o 
consensualidad libre que una de las partes o todas ellas hacen frente a la 
voluntad, la cual refleja la aquiescencia de las condiciones a las cuales se llega 
dentro del parámetro de una discusión en término de lugar, precio, plazo, 
condiciones mutuas, etc. 
 
2.3.6  Validez jurídica. Esta hace relación a que la manifestación de la voluntad 
de la partes debe estar ceñida, o por lo menos aceptada por el ordenamiento 
jurídico dentro del cual se enmarcan las obligaciones. 
 
2.4  EL NEGOCIO JURÍDICO Y SU CLASIFICACIÓN 
 
2.4.1  Partes intervinientes en el negocio jurídico. En tratándose del acuerdo 
de voluntades se puede decir, que para que exista consensualidad deben existir 
mínimo dos partes o extremos de la relación, una de ellas denominada contratante 
y la otra contratista, y en cuyo caso cada parte pueden ser una o más personas 
naturales o jurídicas y desde luego, plenamente capaces, de tal manera que el 
acuerdo al cual llegan sea válido. 
 
2.4.2  El negocio jurídico bilateral. Se denomina así cuando este acuerdo de 
voluntades se suscribe entre dos partes, las cuales exteriorizan su interés con el 
fin de reglamentar a futuro su voluntad. Cada parte puede estar integrada por más 
de una persona natural o jurídica, e incluso puede cada parte poseer una 
naturaleza jurídica diferente, como puede ser la de una entidad pública con una 
persona natural. 
 
Entendiéndose que para la legislación civil colombiana “las personas son naturales 
o jurídicas” (Código Civil de 1873, Art. 73) y así mismo “son personas todos los 
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individuos de la especie humana, cualquiera que sea su edad, sexo, estirpe o 
condición” (Codigo Civil de 1873, Art. 74). 
 
Cada parte puede ser generadora de obligaciones y condiciones dentro del citado 
acuerdo, de tal manera que tanto el uno como el otro realizan o disponen 
actividades, erogan dineros, y en general atienden a la ejecución de acciones que 
buscan el cumplimiento del interés perseguido. 
 
2.4.3 El negocio jurídico multilateral. Se denomina así cuando dentro del 
acuerdo de voluntades concurren más de dos partes, las cuales igualmente 
pueden ser naturales o jurídicas, en que una o varias de ellas pueden ser las que 
ha dado origen al negocio y las demás secundan la voluntad de las otras. 
 
2.4.4  El negocio jurídico a título gratuito. Es aquel que no posee utilidad, lucro 
o ganancia económica para las partes, sino que las voluntades están orientadas a 
obtener un beneficio unilateral o mutuo de tipo diferente al económico, como 
puede ser el social, administrativo, moral, etc. 
 
En este tipo de negocios jurídicos puede existir la disposición de recursos 
económicos, de una o de las partes intervinientes, y estos aportes pueden ser 
equidistantes para las partes o de mayor participación de una de ellas; sin 
embargo, el hecho que para la ejecución del objeto del negocio jurídico exista 
disposición de recursos económicos, ello no le quita el que esté revestido de 
gratuidad, pues bajo esta forma ninguna de las partes obtiene una ganancia 
económica.  
 
2.4.5 El negocio jurídico a título oneroso. Se denomina así cuando las partes, o 
por lo menos alguna de ellas, obtiene una ganancia o utilidad económica 
directamente relacionada con el negocio jurídico. En este tipo de negocios siempre 
se puede predicar una ganancia o utilidad económica de una o varias de las partes 
intervinientes. 
 
2.4.6  El negocio jurídico entre particulares. Es aquel en que las partes son de 
naturaleza privada, no pública y que por ende su régimen legal aplicable es el de 
derecho privado. 
 
Este tipo de relaciones tienen su origen en el ciudadano común, el particular, 
totalmente ajeno al aparato denominado gobierno, es aquel que se suscribe y 
desarrolla en virtud a la autonomía de la persona y que sus incidencias, 
compromisos, deberes y obligaciones son dispuestas por las partes privadas y que 
por ende la entidad pública no participa. Sin embargo, debe recordarse que el 
Estado, aunque no participa como parte en esta relación netamente particular, si 
está como garante de establecer el régimen jurídico que deben aplicar los 
particulares y que en caso de presentarse inconsistencia o incumplimiento del 
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negocio jurídico suscrito, dicho conflicto entra en la órbita de lo público, pues a 
través de los jueces se dirime la controversia.  
 
El negocio jurídico entre particulares se denomina así cuando en el acuerdo de 
voluntades suscrito entre los particulares, se evidencia que la manifestación de la 
voluntad es el pleno reflejo de la voluntad o libre albedrío, nacida del acto de 
autonomía privada, el cual si dentro de sus condiciones y obligaciones no se 
transgrede el orden jurídico establecido ni contraría la moral, los usos sociales y 
las buenas costumbres, tiene en sí mismo un reconocimiento pleno para las partes 
suscribientes y para los terceros, en aras de cumplir con el “pacta sunt servanda”7.  
 
En esta relación particular pueden intervenir dos o más partes, puede ser a título 
gratuito u oneroso, empero siempre será suscrito por los particulares, no 
permitiendo que en esta relación la entidad Gubernamental o Administrativa sea 
parte.  
 
2.4.7 El negocio jurídico entre los particulares con la Entidad Gubernamental 
Administrativa. En este caso, cuando al menos una de las partes es una entidad 
pública, que interviene en representación del Estado, de la sociedad y en atención 
a unos deberes y obligaciones constitucionales y legalmente conferidas. 
 
En tratándose del acuerdo de voluntades entre el Estado y los particulares, el 
particular y el Estado pueden estar en diferentes extremos, según las reglas del 
acuerdo, puesto que el Estado en algunas oportunidades puede ser contratante y 
el particular contratista o viceversa, y en cuyo caso se aplicaría un régimen jurídico 
diferente a la hora dar cumplimiento a los requisitos pre-contractuales, 
contractuales y post-contractuales, y desde luego a la hora de la selección del 
contratista, en especial cuando el Estado se encuentra en el extremo contratante y 
existe disposición de recursos públicos. 
 
2.4.8  El negocio jurídico entre entidades Gubernamentales Administrativas. 
Cuando el acuerdo de voluntades se suscribe entre entidades públicas 
pertenecientes al gobierno, se puede decir que el nacimiento de la voluntad yace 
en el ordenamiento constitucional y legal, puesto que dicha manifestación de la 
voluntad no tiene un interés particular, sino que tiene un interés general el cual fue 
delegado por el elector primario en su burocracia o gobernantes, y a ellos no les 
resta que cumplir con esas disposiciones que se expresan voluntariamente en 
aras de la sinergia8 para el cumplimiento, entre otros,  de los fines esenciales del 
Estado9. 
                                            
7 Pacta sunt servanda es una locución latina que se traduce como "lo pactado obliga", que 
expresa que toda convención debe ser fielmente cumplida por las partes de acuerdo con lo 
pactado. 
8 La sinergia es un concepto que proviene del griego "synergo", lo que quiere decir literalmente 
"trabajando en conjunto". 
9 Constitución Política de Colombia. Artículo 2: Son fines esenciales del Estado. Servir a la 
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Al igual que en todo negocio jurídico, este acuerdo de voluntades entre entidades 
del mismo estado puede existir multilateralidad de partes, puede ser a título 
oneroso o gratuito y para cuyo caso, como se verá más adelante, se regirá por un 
orden jurídico diferente en cada caso. 
                                                                                                                                     
comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos 
y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que 
los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la 
vigencia de un orden justo. 
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3. EL CONTRATO ESTATAL 
 
3.1  CONCEPTO DEL CONTRATO ESTATAL 
 
Es aquel negocio jurídico que celebran las entidades públicas con particulares,  los 
negocios jurídicos que celebran las entidades públicas con otras entidades 
públicas reguladas por la Ley 80 de 1993, Negocio jurídico que celebran las 
entidades públicas  bajo el imperio de normas especiales, Negocio jurídico 
celebrado por entidades públicas  bajo el imperio de normas de derecho privado, o 
aquel negocio jurídico  derivado del ejercicio de la autonomía de la voluntad. 
 
Nótese que este concepto se aparta en algo de lo consagrado en el artículo 32 de 
la Ley 80 de 199310, “puesto que en la citada norma se consagra que el contrato 
estatal no es un negocio jurídico, sino que se trata de un acto jurídico; sin 
embargo, para el presente estudio se fijará la posición en el negocio jurídico, 
puesto que se trata de un acuerdo de voluntades, el cual se construye con el libre 
albedrío de las partes y un interés que las motiva a ello”. 
 
Para este trabajo no se comparte el concepto de Acto jurídico ni de Acto 
Administrativo, entendido como sinónimo de Convenio o contrato,  debido a que 
para el autor de este trabajo de tesis es aceptado el concepto de los autores 
EDUARDO  GARCÍA ENTERRIA Y TOMAS RAMÓN FERNÁNDEZ en su curso de 
Derecho Administrativo11 quienes manifiestan “……Tras esa reducción conceptual 
el Acto Administrativo seria el Acto jurídico Unilateral de la Administración distinto 
del Reglamento y consistente en una declaración….”  en esta obra los autores 
además de expresar  el concepto de Acto administrativo y Acto jurídico, describen 
sus elementos y uno de los mas relevantes es la unilateralidad  a la hora de su 
expedición por parte de la Administración, elemento que en este trabajo de tesis 
se encuentra ausente, debido a que en este escrito de estudio se habla del 
contrato o convenio como un Acuerdo de Voluntades o consensualidad de los 
intervinientes, en el cual la Unilateralidad  brilla por su ausencia, pues se habla de 
la bilateralidad e incluso de la multilateralidad reflejada en la manifestación de la 
voluntad y el interés o motivación de cada parte.  
 
De parte de la entidad pública, el interés que lo motiva es aquella necesidad 
planteada y que debe ser satisfecha por disposición legal o constitucional, en este 
caso a través del Contrato estatal y del contratista suscribiente de este acuerdo de 
voluntades y, desde luego, conforme a su competencia y su jurisdicción, la cual 
debe tener como principal sustento lo consagrado en el artículo 2 de la 
                                            
10 Ley 80 de 1993. Artículo 32: De los Contratos Estatales. Son contratos estatales todos los actos 
jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente 
estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio 
de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación. 
11 GARCÍA ENTERRÍA, Eduardo y FERNÁNDEZ, Tomás Ramón. Curso de Derecho 
Administrativo. Bogotá: Temis, 2006. t. I. p. 586. 
 20 
Constitución Política de Colombia12 y de lo consagrado en las normas especiales 
que rigen a cada entidad pública, en este caso contratante. En el caso del 
particular, el interés que lo motiva está dado en el ánimo de lucro o utilidad 
económica que pretende obtener con la suscripción del acuerdo de voluntades. 
 
Constituye especial atención que el particular contratista suscribiente del acuerdo 
de voluntades con el Estado, pretende satisfacer la necesidad planteada por la 
entidad contratante, de tal manera que para el Estado, por intermedio de la 
entidad respectiva, atienda al cumplimiento de sus fines y el contratista por ello 
obtiene una contraprestación, la cual en regla general se materializa en factor 
económico o ganancia económica, aunque como se verá más adelante, existen 
acuerdos de voluntad en los cuales ninguna de las partes obtiene una ganancia 
económica13.  
 
Tal como se indica en la definición de contrato estatal y en anuencia con lo 
consagrado en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, este acuerdo de voluntades 
puede, según diversas variantes, ser de varias formas, las cuales determinan el 
régimen jurídico por el cual se rigen, no sólo en la ejecución de acuerdo de 
voluntades, sino en el procedimiento de selección del contratista, por cuanto: 
existen negocios jurídicos que celebran las entidades públicas con particulares, 
negocios jurídicos que celebran las entidades públicas con otras entidades 
públicas, negocios jurídicos que celebran las entidades públicas que se rigen por 
normas de derecho público especial y negocios jurídicos que celebran las 
entidades públicas que se rigen por el derecho privado.  
 
Está claro que todo negocio jurídico o acuerdo de voluntades, en que intervenga 
una entidad estatal se denomina contrato Estatal; sin embargo, debe de manera 
muy especial, quedar claro que por disposición del artículo 32 de la Ley 80 de 
1993, este acuerdo de voluntades tiene su régimen jurídico diferente según la 
disposición normativa, el objeto de este acuerdo de voluntades, la naturaleza 
jurídica de la entidad contratante entre otros factores, los cuales más adelante 
resolveremos.  
 
Al respecto podemos traer a colación la legislación Argentina, en especial el Texto 
del Dr. Agustín Gordillo quien en su obra indica que en la legislación Argentina  el 
contrato puede ser Administrativo o Privado (civil), y así mismo será el régimen 
jurídico aplicable, algo que es similar en la legislación Colombiana, tal como lo 
establece el Art. 32 de la Ley 80 de 1993, ya citado. 
 
Este autor Argentino escribe de manera muy clara que el contrato de la 
administración sera administrativo por una de tres razones: ya sea por que la ley lo 
                                            
12 Ibíd., p. 586. 
13 Artículo 355 de la Constitución Política de Colombia y Decreto Reglamentario 777 de 1992, los 
contratos con persona jurídica sin ánimo de lucro, y Ley 489 de 1998 artículos 95, 96 y 107, los 
convenios… 
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determina, o por que la voluntad de las partes así lo establecen o por que el 
contrato integra un interés público de los usuarios afectados.  Al respecto este 
autor ha escrito:  
 
 …En una segunda forma tradicional de ver la cuestión se distingue 
dentro del total de los contratos celebrados por la administración los 
contratos regidos por el derecho privado y los contratos administrativos. 
Es claro que la distinción está emparentada con otras: acto civil y acto 
administrativo, dominio privado y público, etc., como ya lo explicamos. 
  
Una primera diferencia con el criterio anterior es que supone que 
realmente existe el contrato puramente civil del Estado. El criterio 
utilizado para hacer la distinción es sumamente variado, según los 
autores y el país e incluso la época de que se trate. En esta posición 
hay una suerte de idea implícita de que el contrato civil fuera lo normal y 
el contrato administrativo lo excepcional, sobre todo porque una vez 
identificado el segundo como tal, quedará sometido a las reglas 
especiales del derecho administrativo antes que a las del derecho 
común.  
 
A su vez, en los casos no previstos se recurrirá analógica o 
supletoriamente al resto del derecho administrativo antes que al 
derecho civil o comercial, cuestión esta última harto compleja que 
requiere un cuidadoso estudio en cada caso… 
 
Según este criterio descriptivo un contrato de la administración puede 
ser “administrativo” por una de cualquiera de las siguientes razones: 
 
Determinación de la ley: El primer caso -tradicional y unívoco en la 
jurisprudencia y la doctrina nacional y comparada- es aquél en que el 
carácter administrativo del contrato surge por determinación expresa o 
implícita de la ley, es decir, porque la ley que regula el contrato le ha 
dado un régimen administrativo y no de derecho común. 
 
Voluntad de las partes: El contrato también puede ser administrativo 
por determinación expresa o implícita de las partes7 aun en ausencia de 
un texto legal expreso que lo califique de administrativo. Se dice que 
ello ocurre cuando la administración contrata bajo un régimen de 
“cláusulas exorbitantes” al derecho común, esto es, régimen y/o 
cláusulas que están fuera de la órbita normal del derecho privado. Si la 
administración contrata: 
 
1°) Bajo un procedimiento de derecho público como es la licitación 
pública, con un pliego de bases y condiciones impuesto por la 
administración en forma unilateral; 
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2°) incluye cláusulas por las que puede aplicar y ejecutar por sí ciertas 
penalidades (extinción unilateral por acto administrativo, multas por 
retardo, pérdida de la fianza o del depósito de garantía, ejecución por 
terceros en caso de incumplimiento, etc.); 
 
3°) se exime asimismo de responsabilidad por falta de pago o mora en 
los pagos, salvo el reconocimiento de intereses reducidos; 
 
4°) excluye la indemnización de lucro cesante si no cumple con el 
contrato; 
 
5°) da carácter precario a los derechos del contratista, o subcontratistas 
en su caso (la provisión de bienes, obras o servicios a los 
concesionarios o licenciatarios), etc. 
 
En tales casos la conclusión es obvia: se interpreta por simple 
pleonasmo que el contrato ha quedado automáticamente, por la propia 
voluntad de las partes contratantes, sometido a un régimen de derecho 
público, siendo por lo tanto un contrato administrativo y no un contrato 
de derecho privado de la administración. Lo expuesto no adelanta la 
validez de tales cláusulas exorbitantes al derecho común” 
 
El interés público de los usuarios afectados:  Por fin, aunque un 
contrato celebrado en ejercicio de funciones administrativas públicas no 
esté incluido en el derecho público por disposición de la ley ni por la 
voluntad expresa o implícita de las partes al incluir cláusulas 
exorbitantes al derecho privado, puede todavía ser un contrato 
administrativo si se refiere en forma directa a la prestación o al 
funcionamiento de un servicio público (p. ej., el contrato de concesión o 
licencia de servicios públicos) o en cualquier caso si tiene por objeto 
directo de algún modo asociar (lato sensu: concesión, licencia, permiso, 
gerenciamiento, subcontratación de obras, suministros o servicios, etc.) 
al contratante privado a la gestión de un servicio público14. 
 
De igual modo, entratándose del contrato estatal como acuerdo de voluntades, 
podemos traer a colación  la posición del Dr. Carlos Enrique Campillo Parra, en un 
documento escrito denominado generalidades del Contrato estatal en el cual 
manifiesta: “El contrato administrativo cobra así vida real, porque comporta no sólo 
la decisión de la Administración, a través del acto administrativo de adjudicación, 
sino que hay una expresión de voluntad del contratista, sin cuyo elemento no se 
generaría el acto bilateral que es el contrato”. 
 
                                            
14 GORDILLO, Agustín A. Clasificación de los contratos Administrativos. En: Tratado de Derecho 
Administrativo. Buenos Aires: Editores Argentino, 2003. p. XI-13 - X1-17.  
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3.2  ELEMENTOS DEL CONTRATO ESTATAL 
 
Indistintamente del régimen jurídico que aplique al negocio jurídico, acuerdo de 
voluntades o contrato estatal, en atención a que uno de sus extremos es siempre 
el Estado por intermedio de la Entidad Pública, los elementos de éste son los 
mismos, los cuales se pueden establecer así: 
 
3.2.1 Partes suscribientes. En el negocio jurídico, acuerdo de voluntades o 
contrato estatal, existen siempre dos extremos que se denominarán partes 
suscribientes, las cuales son protagonistas en este acuerdo de voluntades. 
 
Estas partes o extremos, básicamente, se dividen en dos, la primera es EL 
CONTRATANTE y la segunda es EL CONTRATISTA, cada parte puede estar 
integrada por una o varias personas naturales15 o jurídicas16. 
 
3.2.2  Capacidad17. En atención a las normas aplicables a la contratación estatal, 
se debe entender la capacidad como aquella posibilidad jurídica de llevar a cabo 
válidamente el acuerdo de voluntades o contrato Estatal en todas sus etapas18, la 
capacidad se depreca desde los dos extremos del acuerdo de voluntades. 
 
Con respecto al extremo CONTRATANTE, en principio y por regla general19 se 
refiere al Estado, a través de las entidades públicas, tal como lo establece el 
artículo 2 de la Ley 80 de 199320.  
                                            
15 Código Civil Colombiano. Artículo 73: Personas naturales o jurídicas. Las personas son 
naturales o jurídicas. 
Artículo 74: Personas naturales. Son personas todos los individuos de la especie humana, 
cualquiera que sea su edad, sexo, estirpe o condición. 
16 Código Civil Colombiano, artículo 633. <DEFINICIÓN DE PERSONA JURÍDICA>. Se llama 
persona jurídica, una persona ficticia, capaz de ejercer derechos y contraer obligaciones civiles, y 
de ser representada judicial y extrajudicialmente. Las personas jurídicas son de dos especies: 
corporaciones y fundaciones de beneficencia pública. Hay personas jurídicas que participan de uno 
y otro carácter. 
17 Diccionario jurídico: Capacidad: Aptitud legal para ser sujeto de derechos y obligaciones. 
18 La contratación estatal estáa constituida por tres etapas: 1) Etapa Precontractual: Constituida por 
el procedimiento de selección de contratista denominado modalidades de selección el cual puede 
ser la licitación, la selección abreviada, contratación directa, concurso de méritos y mínima cuantía 
2) Etapa Contractual: La cual está constituida por la suscripción del contrato y su ejecución y 3) La 
Liquidación del contrato: la cual consiste en dejar constancia de que las partes quedan a paz y 
salvo en sus obligaciones. 
19 En materia de contratación estatal la regla general es que el Estado es el extremo contratante, 
sin embargo en algunas ocasiones hablamos del contrato estatal en que el Estado es el extremo 
contratista y es en el caso en que el particular es quien hace uso de los servicios, bienes y obras 
de determinada entidad o bien público, estos contratos aunque se denominan estatales su régimen 
jurídico es el privado. Ejem: Cuando un particular contrata el alquiler de una maquinaria 
perteneciente a una entidad territorial pública. 
20 Ley 80 de 1993. Artículo 2º. De la definición de entidades, servidores y servicios públicos. Para 
los solos efectos de esta Ley: 
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Estas entidades públicas, por intermedio de su representante legal, deben estar 
previamente autorizados para suscribir válida y legalmente el acuerdo de 
voluntades al cual pretenden llegar, como para el caso serán las autorizaciones 
emitidas por el H. Concejo Municipal en que se autoriza al alcalde para suscribir 
contratos, conforme lo establece el artículo 313 de la Constitución Política de 
Colombia, o en el caso de los gerentes de institutos descentralizados las 
respectivas autorizaciones emitidas por los concejos o juntas directivas de la 
respectiva entidad. 
 
En general, cuando se habla de capacidad para contratar de las entidades 
públicas, debe remitirse a la Constitución Política de Colombia y a las normas que 
rigen cada entidad según su naturaleza, jurisdicción, competencia y régimen 
jurídico. 
 
Cuando se refiere al extremo CONTRATISTA, debe remitirse por regla general al 
particular, que por su experiencia, idoneidad, capacidad de organización, 
capacidad financiera o económica21 es el llamado a satisfacer la necesidad 
planteada por el extremo contratante.  
 
3.2.3 Consentimiento. Es aquella manifestación de la voluntad libre y 
espontánea, tanto de la entidad contratante como del particular contratista, con el 
elemento adicional que este consentimiento debe ser revestido de la formalidad 
del contrato estatal. 
 
Este consentimiento o voluntad, es como lo indica el autor Cassagne, quien ha 
dicho que la piedra angular del contrato es el consentimiento, es decir el acuerdo 
de voluntades de dos o mas personas sorbe un objeto22.  
 
Con respecto al consentimiento de la entidad contratante, debe resaltarse que 
está sujeto a las posibilidades que le otorga y limita la Constitución, la ley y sus 
                                                                                                                                     
1o. Se denominan entidades estatales: a) La Nación, las regiones, los departamentos, las 
provincias, el distrito capital y los distritos especiales, las áreas metropolitanas, las asociaciones de 
municipios, los territorios indígenas y los municipios; los establecimientos públicos, las empresas 
industriales y comerciales del Estado, las sociedades de economía mixta en las que el Estado 
tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), así como las entidades descentralizadas 
indirectas y las demás personas jurídicas en las que exista dicha participación pública mayoritaria, 
cualquiera que sea la denominación que ellas adopten, en todos los órdenes y niveles.  
21 Ley 1150 de 2007. Artículo 5º: De la selección objetiva. Es objetiva la selección en la cual la 
escogencia se haga al ofrecimiento más favorable a la entidad y a los fines que ella busca, sin 
tener en consideración factores de afecto o de interés y, en general, cualquier clase de motivación 
subjetiva. En consecuencia, los factores de escogencia y calificación que establezcan las 
entidades en los pliegos de condiciones o sus equivalentes, tendrán en cuenta los siguientes 
criterios: 1. La capacidad jurídica y las condiciones de experiencia, capacidad financiera y de 
organización de los proponentes.  
22 CASSAGNE, Juan Carlos. El contrato administrativo. Buenos Aires: Abeledo Perrot, 2000. p. 24.  
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reglamentos propios internos, puesto que aunque las entidades públicas gozan de 
autodeterminación, está junto con su voluntad sometida al imperio de la ley y la 
constitución23 y ella es una función reglamentaria. 
 
El consentimiento del particular está reflejado en esa manifestación de su voluntad 
más autónoma, puesto que aquí sólo se requiere que tenga un interés libre y 
espontáneo de auto determinarse frente al Estado, es el reflejo del libre desarrollo 
de la personalidad y del derecho a la libertad de todo ser humano. 
 
En ambos casos de consentimiento en el contrato estatal, está inmersa la 
condición que sea libre, espontáneo, voluntario y desde luego, libre de los 
llamados vicios del consentimiento, como podrían ser el error, la fuerza y el dolo.  
 
3.2.4 Objeto. El objeto material del contrato es en sí misma la necesidad 
planteada por la entidad contratante, la cual puede ser un bien, obra o servicio. 
Este objeto debe estar acorde con la Constitución, la ley y las buenas costumbres, 
no sólo por cuanto se encuentra bajo el imperio del principio de legalidad, sino por 
cuanto se encuentra frente a una manifestación en la que interviene el Estado y 
como tal debe prevalecer el recto actuar en todo sentido del mismo, ya que se 
trata de la representación del conglomerado social. 
 
Desde el punto de vista constitucional el contrato estatal debe estar conforme a lo 
consagrado en los artículos 224 y 20925 de la Constitución Política de Colombia, 
toda vez que el contrato estatal es hoy, dentro del contexto de la descentralización 
y desconcentración administrativa del Estado Colombiano, la forma por excelencia 
como el Estado cumple sus fines esenciales, que redunden en la garantía de los 
derechos de las personas y la garantía de prosperidad común, a través de agentes 
no catalogados como servidores públicos, sino de particulares que por disposición 
del Estado cumplen los deberes del bienestar común. 
                                            
23 Constitución Política de Colombia. Artículo 6º. Los particulares sólo son responsables ante las 
autoridades por infringir la Constitución y las leyes. Los servidores públicos lo son por la misma 
causa y por omisión o extralimitación en el ejercicio de sus funciones. 
24 Constitución Política de Colombia. Artículo 2. Son fines esenciales del Estado: servir a la 
comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de los principios, derechos 
y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones que 
los afectan y en la vida económica, política, administrativa y cultural de la nación; defender la 
independencia nacional, mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica y la 
vigencia de un orden justo. Las autoridades de la República están instituidas para proteger a todas 
las personas residentes en Colombia, en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y 
libertades, y para asegurar el cumplimiento de los deberes sociales del Estado y de los 
particulares. 
25 Constitución Política de Colombia. Artículo 209. La función administrativa está al servicio de 
los intereses generales y se desarrolla con fundamento en los principios de igualdad, moralidad, 
eficacia, economía, celeridad, imparcialidad y publicidad, mediante la descentralización, la 
delegación y la desconcentración de funciones. Las autoridades administrativas deben coordinar 
sus actuaciones para el adecuado cumplimiento de los fines del Estado. La administración pública, 
en todos sus órdenes, tendrá un control interno que se ejercerá en los términos que señale la ley. 
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De no lograrse que el Estado atienda los fines del mismo, sino que por el 
contrario, con la ejecución del contrato estatal se cause un daño injustificado, 
desde luego que en forma inmediata se enmarcaría dentro de lo establecido en el 
artículo 9026 de la Constitución, el cual hace que el Estado deba responder 
patrimonial y moralmente por los daños causados y derivados del proceso de 
selección del contratista y de la ejecución del Contrato Estatal.  
 
Desde el punto de vista legal, se podría decir que el objeto del contrato estatal 
también se observa desde dos puntos de vista; el primero de ellos es el objeto de 
la selección objetiva del contratista, procedimiento establecido en el Estatuto 
General de la Contratación Pública, Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007 y sus 
decretos reglamentarios, y que se ha catalogado como modalidades de 
selección27, procedimiento que no tiene otro fin que en igualdad de condiciones el 
Estado - entidad pública contratante escoja a aquella persona natural o jurídica 
que ofrezca la oferta mas favorable al Estado; el segundo de ellos es el objeto 
esencial de la contratación estatal y que obedece a la obra, bien o servicio que el 
contratista seleccionado debe cumplir en atención al contrato suscrito.  
 
3.2.5 Causa. En la contratación estatal la causa, al igual que el objeto, es 
entendida desde dos puntos de vista: el primero de ellos es una causa 
precontractual, la cual consagra no solamente el proceso de selección, sino 
reflejar que el Estado no improvisa ni es caprichoso en la contratación, pues hace 
parte de este proceso el contar con una necesidad que conjura, unos estudios y 
documentos previos, recursos económicos y administrativos necesarios, contar 
con diseños, planos y/o requerimientos de hecho y de derecho, reclamados por la 
sociedad, por la constitución y la ley. 
 
La causa en la contratación estatal precontractual es igualmente aquel motivo o 
razón que tiene la entidad pública de dar inicio al procedimiento o modalidad de 
selección del contratista, el cual está previamente reglado en las normas que 
hacen parte del Estatuto General de la Contratación Pública, y se refiere al 
cumplimiento de las leyes y normas que le indican a la entidad pública la 
satisfacción de la necesidad por complacer; en etapas procedimentales y con 
términos perentorios se selecciona un contratista que a la postre ejecutará un 
objeto contractual.  
 
                                            
26 Constitución Política de Colombia. Artículo 90. El Estado responderá patrimonialmente por los 
daños antijurídicos que le sean imputables, causados por la acción o la omisión de las autoridades 
públicas. En el evento de ser condenado el Estado a la reparación patrimonial de uno de tales 
daños, que haya sido consecuencia de la conducta dolosa o gravemente culposa de un agente 
suyo, aquél deberá repetir contra éste. 
27 Las modalidades de selección del contratista son: licitación, selección abreviada propiamente 
dicha y subasta inversa, concurso de méritos, contratación directa y mínima cuantía. Así lo 
establece el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, artículos 2, 18 y ss y concordantes del Decreto 
2474 de 2008, y artículo 94 de la ley 1474 de 2011. 
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En el proceso de selección en la contratación estatal, se cumplen los deberes y 
principios de la función administrativa y fines esenciales del Estado como son la 
garantía de la prosperidad general, que se garantizará con el cumplimiento del 
contrato suscrito a la postre, la igualdad de las personas que participarán dentro 
del proceso de selección, la moralidad de las autoridades públicas, la celeridad de 
los procedimientos de escogencia, la eficiencia de la actuación administrativa y la 
posibilidad que aquellos participantes tenga acceso a la contradicción de las 
decisiones de la entidad pública, entre otros principios. 
 
El segundo de ellos, es la causa contractual estimada a partir de la ejecución del 
contrato, la cual no es otra que la satisfacción de las necesidades de la sociedad 
al caso planteado, es decir, el cumplimiento cabal de la obra, el bien o servicio al 
cual se ha comprometido el contratista y que bajo el imperio del Estado se ha 
vigilado su correcta ejecución, la garantía de no causar daños a terceros y la 
ejecución de los recursos públicos para el cual están destinados. En últimas, la 
causa del contrato es que la sociedad vea reflejados sus recursos públicos en 
obras para la prosperidad general, en bienes al servicio de la sociedad y en 
servicios que garanticen derechos, deberes, libertades de todos.  
 
3.2.6  Forma. Conforme lo establecen los artículos 3928 y 4129 de la Ley 80 de 
1993, el contrato estatal está revestido de la solemnidad, la cual le da validez 
jurídica al acuerdo de voluntades; esta solemnidad es la forma escrituraria como 
forma de perfeccionamiento del negocio jurídico o acuerdo de voluntades estatal, 
de tal manera que si un contrato estatal no consta por escrito se puede decir que 
este acuerdo de voluntades no nació a la vida jurídica y, por ende, no goza de 
validez ni se genera consecuencia alguna para las partes, por cuanto la norma 
indica que para la ejecución del contrato el acuerdo de voluntades se debe elevar 
a escrito. 
 
Dentro de lo establecido en las normas en cita, está claro que la manifestación de 
la voluntad del Estado, acordada con el particular dentro del contrato estatal, debe 
constar por escrito y debe reflejar el acuerdo de voluntades al cual se ha obligado 
la entidad pública contratante y el particular contratista. Conforme lo quiso el 
legislador y la reiterada jurisprudencia30 se proscriben los contratos verbales, pues 
                                            
28 Ley 80 de 1993. Artículo 39: De la forma del contrato estatal. Los contratos que celebren las 
entidades estatales constarán por escrito y no requerirán ser elevados a escritura pública, con 
excepción de aquellos que impliquen mutación del dominio o imposición de gravámenes y 
servidumbres sobre bienes inmuebles, y en general aquellos que conforme a las normas legales 
vigentes deban cumplir con dicha formalidad.  
Las entidades estatales establecerán las medidas que demande la preservación, inmutabilidad y 
seguridad de los originales de los contratos estatales. 
29 Ley 80 de 1993. Artículo 41: Del perfeccionamiento del contrato. Los contratos del estado se 
perfeccionan cuando se logre acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a 
escrito. 
30 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Tercera Sub-sección 
B, Consejera Ponente: Ruth Stella Correa Palacio, Rad. No. 070012331000199800901 (17072) 
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la manifestación de la voluntad del Estado siempre es de carácter solemne, es 
decir “ad substantiam actus” y, por ende, la carencia de este requisito no le genera 
consecuencias jurídicas para las partes. 
 
3.3  CARACTERÍSTICA ESENCIAL DEL CONTRATO ESTATAL 
 
La principal característica del contrato estatal, para el caso de este trabajo, es la 
contraprestación directa se materializa en la utilidad económica o ganancia que 
alguna de las partes suscribientes obtiene, derivada de una contraposición de 
intereses de cada una de las partes suscribientes. Esta ganancia o utilidad 
económica depende del acuerdo de voluntades suscrito entre las partes, ya sea 
que una de las partes sea una persona natural o jurídica, de derecho público o 
privado.  
 
Esta ganancia o utilidad económica depende de la diferencia de interés que posee 
cada una de las partes, interés el cual difiere de si se actua como contratante o 
como contratista, en excepcional  en este último, a quien como contratista le asiste 
una ganancia o utilidad económica a cambio de la  contraprestación de sus 
obligaciones contractuales. Al respecto de esta característica derivada de la 
contraposición de intereses de cada uno de los extremos de la relación 
contractual, podemos citar al Dr. Augusto Ramón Chávez Marín, quien en su gran 
texto denominado Los Convenios de la Administración, indica que “La Doctrina del 
Derecho Administrativo”31  ha calificado reiteradamente el contrato administrativo 
como un acuerdo de voluntades caracterizado por la contraposición de los 
intereses que orientan  a su celebración a la administración y los particulares…”  
para el autor de esta obra, se comparte esta posición dada por el Autor.    
 
                                                                                                                                     
Acción Contractual: Actor: Oscar Cañas Fajardo, Accionado: Municipio de Saravena… En 
este sentido, el contrato celebrado por la administración con los particulares de cada uno de los 
tipos negociables siempre es de carácter solemne, es decir, que para su existencia y, por ende, 
eficacia, de acuerdo con el régimen jurídico de derecho público al cual está sometido, se requiere 
que se eleve a escrito la manifestación de voluntad, de manera que la ausencia de éste conlleva la 
inexistencia del negocio jurídico e impide el nacimiento de los efectos jurídicos pretendidos por las 
partes, toda vez que para vincularse no tienen libertad de forma, “…pues la solemnidad escrituraria 
hace parte de la definición del tipo negociable por razones de seguridad y certeza en razón a que 
se trata de una normativa reguladora de la contratación de las entidades públicas…”.  
La solemnidad según la cual esta clase de contratos deben constar por escrito, constituye pues un 
requisito ad substantiam actus, esto es, sin el cual el negocio no existe y por tanto, carece de 
efectos en el mundo jurídico; ello implica que la falta del documento que contiene el acto o contrato 
no pueda suplirse con otra prueba, pues en aquellos negocios jurídicos en los que la ley requiere 
de esa solemnidad, la ausencia del documento escrito conlleva a que se miren como no 
celebrados y su omisión de aportarlos en legal forma dentro de un proceso judicial impide que se 
puedan hacer valer o reconocer los derechos y obligaciones -efectos jurídicos- que en nombre o a 
título de él se reclaman. 
31 CHÁVEZ MARÍN, Augusto Ramón. Los convenios de la Administración, entre la Gestión Pública 
y la actividad contractual. 2ª ed. Bogotá: Universidad del Rosario, 2012. p. 39. (Colección Textos 
Jurisprudenciales). 
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Como lo establece el mismo artículo 32 de la Ley 80 de 199332, el contrato estatal 
puede suscribirse entre el Estado y un particular o entre diferentes entidades del 
estado, empero sin importar la naturaleza jurídica del acuerdo de voluntades, para 
que se pueda denominar contrato y no convenio, es porque una de las partes de 
este acuerdo de voluntades obtiene una ganancia económica, la cual es sufragada 
por el otro extremo. 
 
Vale resaltar que el autor Escola al momento de escribir sobre el contrato 
administrativo, menciona la frase finalidad pública, así mismo otros autores al 
tratar el tema del contrato administrativo tales como Cassagne: que habla de 
generación de obligaciones o de Marienhoff: habla de satisfacción de necesidades 
públicas y Bielsa, habla de prestación, fin o utilidad pública, de lo cual en este 
trabajo de Tesis no puede mas que aplaudir con total respeto, sin embargo el 
presente trabajo resalta como característica del contrato estatal la GANANCIA O  
UTILIDAD ECONÓMICA, la cual es el punto de quiebre para que se denomine 
contrato y no convenio, como dentro del desarrollo de este documento se 
concluirá. Es una posición del Autor, es un elemento válido e importante dentro del 
Estado Social de derecho con un sistema Capitalista como el Colombiano y de 
gran monta no solo para el estudio de este tema sino para todo el sistema jurídico 
nuestro y por ello es que se menciona como característica, diferenciadora. 
 
3.4  PARTES SUSCRIBIENTES DEL CONTRATO ESTATAL 
 
En aras de la amplitud que proporciona el acuerdo de voluntades y las 
necesidades por satisfacer, y partiendo de un criterio orgánico o de naturaleza de 
las partes de ese acuerdo de voluntades,  las partes de un contrato se enmarcan 
en dos extremos, el contratante y el contratista, pudiendo cada extremo estar 
conformado por una o varias personas naturales, jurídicas, del nivel nacional o 
internacional, empero independiente de ello por lo menos  uno de esos extremos 
esta integrado por una entidad gubernamental, puesto que de otro modo si ambos 
extremos fuesen privados el contrato seria privado no Estatal33. 
 
Al respecto de las partes del contrato ,es apropiado traer a colación el análisis que 
hace el Dr. Ciro Nolberto Güechá Medina en su libro Contratos Administrativos, de 
la editorial Ibáñez, en el cual  expone posiciones de otras latitudes legislativas 
                                            
32 Ley 80 de 1993. Artículo 32: De los contratos estatales. Son contratos estatales todos los actos 
jurídicos generadores de obligaciones que celebren las entidades a que se refiere el presente 
estatuto, previstos en el derecho privado o en disposiciones especiales, o derivados del ejercicio 
de la autonomía de la voluntad, así como los que, a título enunciativo, se definen a continuación. 
33 GUECHÁ MEDINA, Ciro Norberto. Contratos Administrativos. Bogotá: Grupo Editorial Ibáñez, 
2007. p. 126-127, en que dice: “Por su parte en nuestro sistema, el criterio orgánico o de las partes 
del contrato, para identificar la noción de contrato administrativo, es de reconocida aceptación, en 
la medida que al unificarse la noción de contratos administrativos y contratos de derecho privado 
de la Administración, en los llamados contratos estatales, se le da fundamental importancia a que 
para tener el carácter de administrativo un contrato, basta que una de la partes sea pública…”. 
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como la Española y la Francesa dentro del cual cita al profesor ANTONIO 
JIMENEZ BLANCO quien habla sobre la existencia de contratos privados 
celebrados por las administraciones públicas y de igual manera trae a colación la 
legislación francesa en donde se habla que para que el contrato sea administrativo 
se debe mirar no solo a las partes del mismo sino que se debe analizar desde el 
punto del vista del objeto que no es otro que la relación con el servicio público.  
 
Estas posiciones son valiosas para el análisis doctrinal del contrato estatal y por 
ello aquí se citan, sin embargo para efectos del presente trabajo nos 
concentraremos en la legislación Colombiana y por ello solo tendremos en cuenta 
el criterio orgánico, puesto que así se ha aceptado como posición dominante tanto 
en la doctrina como en la norma colombiana.  
 
3.5  RÉGIMEN JURÍDICO DEL CONTRATO ESTATAL 
 
Conforme lo establece el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, el contrato puede estar 
regido por:  
 
3.5.1  Normas de derecho privado. Pues el acuerdo de voluntades elevado por 
los particulares nace, producto del actuar de los comerciantes, el cual por el 
advenimiento del estado y sus órganos estatales se adopta e incorpora en la ley 
de derecho público, empero lo que la ley de derecho público no regula y por ello 
se acogen las normas de derecho privado, verbi gratia el Código del Comercio, 
Código Civil Colombiano y Código Laboral, donde nació el contrato. 
 
Para el caso se pueden citar los contratos que celebran las Empresas Sociales del 
Estado (E.S.E), cuyo régimen jurídico nace en la Ley 100 de 199334, artículo 195, 
numeral 6º; los contratos que celebran las Empresas Prestadoras de Servicios 
Públicos Domiciliarios, que se rigen por la Ley 142 de 199435; los contratos que 
celebran las Empresas Industriales y Comerciales del Estado y Sociedades de 
Economía Mixta los cuales, al igual que las anteriores, se rigen por el derecho 
privado cuando el objeto de su contrato es de aquellos que están en competencia 
con los particulares y tiene relación directa con la actividad económica de la 
empresa, según lo dispone el artículo 93 de la Ley 1474 de 201136. 
                                            
34 Ley 100 de 1993. Por la cual se crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras 
disposiciones. 
35 Ley 142 de 1994. Por la cual se establece el régimen de los servicios públicos domiciliarios y se 
dictan otras disposiciones. 
36Ley 1474 de 2011. Artículo 93: Del Régimen Contractual de las Empresas Industriales y 
Comerciales del Estado, las Sociedades de Economía Mixta, sus filiales y empresas con 
participación mayoritaria del Estado. Modifíquese el artículo 14 de la Ley 1150 de 2007, el cual 
quedará así:  
Las Empresas Industriales y Comerciales del Estado, las Sociedades de Economía Mixta en las 
que el Estado tenga participación superior al cincuenta por ciento (50%), sus filiales y las 
Sociedades entre Entidades Públicas con participación mayoritaria del Estado superior al cincuenta 
por ciento (50%), estarán sometidas al Estatuto General de Contratación de la Administración 
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3.5.2  Normas de derecho público. Ahora denominado Estatuto General de la 
Contratación Pública, compuesto por la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007, 
Decreto 1510 de 2013, compilado por el Dcto 1082 de 2015 y demás decretos 
reglamentarios de ese denominado Estatuto General de la Contratación 
Administrativa. 
 
Lo más relevante a rescatar dentro de estas normas de derecho público, es que 
como espíritu de ellas, es la búsqueda de la selección objetiva del contratista, 
teniendo en cuenta parámetros de igualdad, moralidad, eficiencia y de lo que el 
art. 26 del Decreto 1510 de 2013,37 compilado por el Art. 2.2.1.1.2.2.2 del Dcto 
1082 de 2015,  ha denominado ofrecimiento más favorable. 
 
3.5.3  Normas de derecho público especial. No todos los contratos estatales se 
rigen por las disposiciones del derecho privado o por las disposiciones del 
denominado Estatuto General de la Contratación Administrativa, sino que por la 
misma disposición Constitucional consagrada en el artículo 355 de la Constitución 
                                                                                                                                     
Pública, con excepción de aquellas que desarrollen actividades comerciales en competencia con el 
sector privado y/o público, nacional o internacional o en mercados regulados, caso en el cual se 
regirán por las disposiciones legales y reglamentarias aplicables a sus actividades económicas y 
comerciales, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 13 de la presente ley. Se exceptúan los 
contratos de ciencia y tecnología, que se regirán por la Ley 29 de 1990 y las disposiciones 
normativas existentes. 
37 Decreto 1510 de 2013. Artículo 26. Ofrecimiento más favorable. La Entidad Estatal debe 
determinar la oferta más favorable teniendo en cuenta las normas aplicables a cada modalidad de 
selección del contratista.  
En la licitación y la selección abreviada de menor cuantía, la Entidad Estatal debe determinar la 
oferta más favorable teniendo en cuenta: (a) la ponderación de los elementos de calidad y precio 
soportados en puntajes o fórmulas; o (b) la ponderación de los elementos de calidad y precio que 
representen la mejor relación de costo-beneficio, Si la Entidad Estatal decide determinar la oferta 
de acuerdo con el literal (b) anterior debe señalar en los pliegos de condiciones:  
1. Las condiciones técnicas y económicas mínimas de la oferta.  
2. Las condiciones técnicas adicionales que representan ventajas de calidad o de funcionamiento, 
tales como el uso de tecnología o materiales que generen mayor eficiencia, rendimiento o 
duración del bien, obra o servicio.  
3. Las condiciones económicas adicionales que representen ventajas en términos de economía, 
eficiencia y eficacia, que puedan ser valoradas en dinero, como por ejemplo la forma de pago, 
descuentos por adjudicación de varios lotes, descuentos por variaciones en programas de 
entregas, mayor garantía del bien o servicio respecto de la mínima requerida, impacto 
económico sobre las condiciones existentes de la Entidad Estatal relacionadas con el objeto a 
contratar, mayor asunción de los Riesgos, servicios o bienes adicionales y que representen un 
mayor grado de satisfacción para la entidad, entre otras.  
4. El valor en dinero que la Entidad Estatal asigna a cada ofrecimiento técnico o económico 
adicional, para permitir la ponderación de las ofertas presentadas.  
La Entidad Estatal debe calcular la relación costo-beneficio de cada oferta restando del precio total 
ofrecido los valores monetarios asignados a cada una de las condiciones técnicas y económicas 
adicionales ofrecidas. La mejor relación costo-beneficio para la Entidad Estatal es la de la oferta 
que una vez aplicada la metodología anterior tenga el resultado más bajo.  
La Entidad Estatal debe adjudicar al oferente que presentó la oferta con la mejor relación costo-
beneficio y suscribir el contrato por el precio total ofrecido. 
 32 
Política de Colombia y en su Decreto Reglamentario 777 de 1992, las entidades 
públicas de cualquier rama pueden celebrar contratos con personas privadas sin 
ánimo de lucro, regidos únicamente por esta norma de derecho público, como lo 
es la Constitución y su Decreto Reglamentario 777 de 1992; otros casos son los 
establecidos en la Ley 99 de 1993, art. 29, numeral 5º38, norma que establece 
casos en los que las Corporaciones Autónomas Regionales se alejan en su 
contratación el Estatuto General de la Contratación Administrativa, los contratos a 
que se refiere el Decreto Ley 1900 de 199039, Ley 14 de 199140, Ley 182 de 
199341, Ley 335 de 199642 y 680 del año 200143, cuyo objeto es la operación 
concesión de radio o televisión y en general que tenga que ver con el uso del 
espectro electromagnético, los contratos que celebran las instituciones educativas 
de derecho público con recursos provenientes del Sistema General de 
participaciones44, según la Ley 715 del año 2001, artículos 12, 13 y 14, cuya 
cuantía no supera los veinte salarios mínimos legales mensuales vigentes y para 
cuyo caso se rigen por el Decreto 4791 del año 2008, los contratos de concesión 
cuyo objeto es la exploración y comercialización de minerales y piedras preciosas, 
regidos por la Ley 685 del año 200145, entre otros. 
 
3.5.4 Los que se derivan de la autonomía de las voluntades (atípicos)46. Como 
lo establece el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, el Contrato Estatal puede 
derivarse del mutuo acuerdo de voluntades entre las partes contratantes, y para el 
caso en concreto traído a la legislación colombiana, se enmarcan en una 
característica común la cual es que no se encuentran regulados por la legislación 
colombiana,  por ende se les cataloga como atípicos.  Este tipo de acuerdos 
                                            
38 Ley 99 de 1993. Por medio de la cual se crea el Ministerio del Medio Ambiente, se reordena el 
Sector Público encargado de la gestión y conservación del medio ambiente y los recursos 
naturales renovables, se organiza el Sistema Nacional Ambiental, SINA, y se dictan otras 
disposiciones. 
39 Decreto Ley 1900 de 1990. Por el cual se reforman las normas y estatutos que regulan las 
actividades y servicios de telecomunicaciones y afines. 
40 Ley 14 de 1991. Por la cual se dictan normas sobre el servicio de televisión y radiodifusión 
oficial. 
41 Ley 182 de 1995. Por la cual se reglamenta el servicio de televisión y se formulan políticas para 
su desarrollo, se democratiza el acceso a éste,… y se dictan otras disposiciones en materia de 
telecomunicaciones. 
42 Ley 335 de 1996.Por la cual se modifica parcialmente la Ley 14 de 1991 y la Ley 182 de 1995, 
se crea la televisión privada en Colombia y se dictan otras disposiciones.  
43 Ley 680 de 2001. Por la cual se reforman las Leyes 14 de 1991, 182 de 1995,335 de 1996 y se 
dictan otras disposiciones en materia de Televisión. 
44 Ley 715 del año 2001. Por la cual se dictan normas orgánicas en materia de recursos y 
competencias de conformidad con los artículos 151, 288, 356 y 357 (Acto Legislativo 01 de 2001) 
de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones para organizar la prestación de los 
servicios de educación y salud, entre otros. (Por medio de la cual se establece el Sistema General 
de Participaciones (SGP). 
45 Ley 685 del año 2000. Por la cual se expide el Código de Minas y se dictan otras disposiciones. 
46 BUITRAGO GONZÁLEZ, Víctor Manuel. Los contratos innominados o atípicos. Bogotá: 
Universidad Libre de Colombia, 2010. 
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comerciales poseen una régimen jurídico transnacional, globalizado que algunos 
autores lo enmarcan dentro de la denominada “lex Mercatoria” y los Principios del 
Unidroit”. Al respecto podemos traer a colación al Dr. Edgar Ivan León Roberto, 
quien en su texto Los principios del UNIDROIT expresa:  
 
La globalización de los mercados surgida durante la segunda guerra 
mitad del siglo XX, ha requerido  de la existencia de un derecho ajeno a 
los Estados que regule uniformemente las relaciones mercantiles 
expresadas en contratos que trascienden las fronteras. Mas allá de 
constituirse como normas legales, estos postulados han sido creados 
directamente “por la clase empresarial, sin intervención política alguna 
por parte de los Estado47. 
 
Aunque no se profundizará en  estas formas contractuales, sí se mencionarán a 
groso modo, por ser útil para el presente documento, estos son: 
 
Contrato de leasing. Figura contractual que tiene un origen comercial en el 
territorio de los Estados Unidos de Norte América, el cual etimológicamente 
proviene del inglés to lease, traducida al español sería leasing que significa dar en 
arrendamiento; sin embargo, esta figura va más allá puesto que en su contexto 
este contrato, más que un simple arrendamiento, es medio de financiación de 
bienes de capital por medio del cual una parte, denominada DADOR O JESSOR, 
que es una entidad financiera, suscribe un acuerdo de voluntades con el 
TOMADOR O LESSE O LOCATARIO, que es una persona natural o jurídica, que 
toma un bien para su uso a cambio de un canon o precio por un tiempo pactado. 
Este bien dado en uso por el DADOR AL TOMADOR, en principio es de propiedad 
del PROVEEDOR; sin embargo, por indicación del TOMADOR, la entidad 
financiera o DADOR lo adquiere por compra del PROVEEDOR para que posterior 
a ello se lo entregue para el uso del TOMADOR. 
 
Vale resaltar que, según la convención de Ottawa, producto de este uso o 
arrendamiento del bien puede generarse la opción por parte del TOMADOR de 
adquirir por compra el mismo; sin embargo, esta compra no es la esencial de este 
tipo de contrato, sino que es un pacto accesorio que puede o no darse.  
 
Contrato de Joint Venture. Tienen su origen en el Derecho Anglosajón, en virtud 
al cual un grupo de personas se asociaban con el fin hacerse a la mar y/o 
conquistar nuevos territorios, asumiendo para ello riesgos en común, empero en 
caso de igual manera repartiéndose las utilidades producto de su aventura. 
 
Esta forma de contratación hoy en día se materializa con aquel acuerdo de 
voluntades entre personas naturales o jurídicas, con el fin de llevar a cabo 
proyectos de investigación, de pesca, de exploración y/o explotación y/o 
                                            
47 ROBERTO LEÓN, Edgar Iván. Los principios del UNIDROIT. Bogotá: Legis, 2014. p. 21. 
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comercialización minera, construcción de obras públicas entre otras y aún 
conserva la misma característica de su origen, en cuanto a que las partes realizan 
aportes o contribuciones mutuas consistente en bienes, obras o servicios por un 
tiempo previamente pactado y a cambio un reparto de utilidades, al cual las partes 
aspiran obtener producto del acuerdo de voluntades y que aun siendo así puede o 
no darse esta utilidad, pues ello lo constituyen al sunción de riesgos asumidas por 
las partes, de acuerdo con lo que se establezca en el acuerdo de voluntades.  
 
Contrato de Know How o contrato para la transferencia tecnológica. De 
origen anglosajón el cual, en los tiempos de ahora lo constituye aquel acuerdo de 
voluntades en que una de las partes transfiere a otra cierta información secreta, 
cierta fórmula secreta, determinados diseños o el conocimiento de ciertos 
procesos de carácter inmaterial, que puede ser científico o tecnológico, a cambio 
de una contraprestación y con el fin de ser usado para diversos fines dentro de los 
cuales pueden estar los comerciales o los de beneficio social, empero que esa 
transferencia guarda su característica de secreta para cualquier otra parte 
diferente a la que adquirió este derecho.  
 
Este acuerdo de voluntades, en tratándose de entidades públicas, se materializa 
para el intercambio de ciencia y tecnología, y en el derecho privado se materializa 
en el caso de grandes multinacionales a través del cual se compra y vende el 
derecho a saber cómo es determinado proceso, determinada fórmula, etc. Por 
citar un ejemplo: la compra y venta del derecho a saber cómo es la fórmula de una 
bebida de aceptación mundial, o la compraventa de conocer el proceso de 
fabricación de cierto alimento de reconocido éxito mundial. 
 
Contrato de Factoring. De origen Anglosajón, en principio nació como aquel 
acuerdo de voluntades para desarrollar el comercio entre países Ingleses y los 
Estados Unidos de Norte América, en virtud al cual una persona comerciante 
conocida como FACTORS o intermediario se encargaba de vender bienes en 
nombre de otro, de origen ingles o francés y a favor de otro ubicado en los 
Estados Unidos. A la fecha de hoy este contrato se desarrolla al momento de que 
una persona comerciante denominada FACTOR, compra a una empresa o cliente 
los créditos del cliente para que, una vez adquiridos, pueda obtener una ganancia 
en los intereses de esas acreencias adquiridas. El contrato de factoring, es en 
principio, una forma de adquisición de cartera que va más allá de una simple 
cesión de crédito.  
 
Contrato de Outsourcing. En su traducción al español significa “lo que procede 
de fuera” y es aquel acuerdo de voluntades en virtud al cual se contrata con una 
persona natural o jurídica, bajo su propia responsabilidad y colocando a 
disposición todos los bienes, elementos y mercancías que sean necesarios para la 
ejecución del objeto contratado, a cambio de una contraprestación por ello y 
preestableciendo un plazo determinado. Esta forma contractual se asemeja al 
contrato de prestación de servicios consagrado en el artículo 32 numeral 3º, 
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empero este primero va más allá, pues no sólo es la prestación del servicio 
personal, sino que va inmerso de forma sustancial el aporte de parte del 
contratista, la puesta a disposición de todos los bienes elementos o mercancías 
para el cabal cumplimiento del objeto contratado, que puede inclusive constituir en 
la administración u operatividad de la entidad como pueden ser instalaciones, 
equipamientos, equipos, etc.  
 
3.6  CLASES DE CONTRATO ESTATAL 
 
Centrándose únicamente en lo consagrado en el Estatuto General de la 
Contratación Administrativa, artículo 32, se pueden disgregar los contratos 
estatales así:  
 
3.6.1 Contrato de obra. Son contratos de obra los que celebren las entidades 
estatales para la construcción, mantenimiento, instalación y, en general, para la 
realización de cualquier otro trabajo material sobre bienes inmuebles, cualquiera 
que sea la modalidad de ejecución y pago. 
 
Esta definición debe ser analizada bajo el imperio de lo consagrado en el 
Diccionario de la Real Academia de la lengua Española (DRAE) el cual establece 
que obra se define como la edificación de algo nuevo y, por tal motivo, no todo 
trabajo material sobre bienes inmuebles se puede catalogar como obra, por cuanto 
existen trabajos ejecutados sobre bienes inmuebles que se enmarcan dentro del 
concepto de los servicios de mantenimiento48, y otros que por su naturaleza se 
pueden enmarcar dentro de los objetos de instalación derivados de la 
compraventa o suministro49. 
 
3.6.2  Contrato de consultoría. Son contratos de consultoría los que celebren las 
entidades estatales, referidos a los estudios necesarios para la ejecución de 
proyectos de inversión, estudios de diagnóstico, pre factibilidad o factibilidad para 
programas o proyectos específicos, así como las asesorías técnicas de 
coordinación, control y supervisión y los proyectos de arquitectura. 
 
Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría, 
asesoría, gerencia de obra o de proyectos, dirección, programación y la ejecución 
de diseños, planos, anteproyectos y proyectos. 
 
                                            
48 El mantenimiento: según DRAE, significa conservar una cosa, darle vigor y conservación. En 
este caso podrían ser servicios que por su naturaleza se ejecutan sobre inmuebles y que no por 
ello son necesariamente obra nueva, eje. Realizar la poda de los árboles del jardín central del 
Edificio Administrativo de una entidad territorial. 
49 La Instalación: según DRAE, significa poner o colocar en su debido sitio. En este caso puede 
suceder que como producto de la adquisición de un bien, como pueden ser unas canchas de 
baloncesto, al contratista vendedor se le impone como obligación especial la instalación de las 
mismas dentro de las instalaciones del Coliseo de propiedad de la entidad territorial. 
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3.6.3 Contrato de prestación de servicios. Son contratos de prestación de 
servicios los que celebren las entidades estatales para desarrollar actividades 
relacionadas con la administración o funcionamiento de la entidad. Estos contratos 
sólo podrán celebrarse con personas naturales o jurídicas cuando dichas 
actividades no puedan realizarse con personal de planta, o requieran 
conocimientos especializados. En ningún caso, estos contratos generan relación 
laboral ni prestaciones sociales y se celebrarán por el término estrictamente 
indispensable. 
 
Esta definición, a través del desarrollo normativo, se ha seccionado en tres 
posibilidades, contempladas en el artículo 2 numeral 4º literal h de la Ley 1150 del 
año 2007 y artículo 81 del Decreto 1510 de 2013, Compilado por el Art. 
2.2.1.2.1.4.9 del Dcto 1082 de 2015, como son: 
 
- El contrato de prestación de servicios profesionales. Mismo que puede 
catalogarse así cuando la entidad pública selecciona al contratista en virtud a la 
formación académica, experiencia e idoneidad directamente relacionada con el 
objeto del contrato.  
 
- El contrato de prestación de servicios de apoyo a la gestión. El cual se 
denomina así cuando el objeto del contrato consiste en una actividad 
asistencial50, operativa51 o logística52. 
 
- El contrato de prestación de servicios para la ejecución de trabajos 
artísticos que sólo se pueden encomendar a ciertas personas naturales. 
Cuyo objeto es un trabajo artístico ejecutado por la persona natural. 
 
3.6.4  Contrato de concesión. Son contratos de concesión los que celebran las 
entidades estatales, con el objeto de otorgar a una persona llamada concesionario 
la prestación, operación, explotación, organización o gestión, total o parcial, de un 
servicio público, o la construcción, explotación o conservación total o parcial, de 
una obra o bien destinados al servicio o uso público, así como todas aquellas 
actividades necesarias para la adecuada prestación o funcionamiento de la obra o 
servicio por cuenta y riesgo del concesionario y bajo la vigilancia y control de la 
entidad concedente, a cambio de una remuneración que puede consistir en 
derechos, tarifas, tasas, valorización, o en la participación que se le otorgue en la 
explotación del bien, o en una suma periódica, única o porcentual y, en general, en 
                                            
50 Servicio asistencial: según el DRAE: Perteneciente o relativo a la asistencia, especialmente la 
médica o la social. Asistencia: Acción de estar o hallarse presente. 3. Acción de prestar socorro, 
favor o ayuda. 4. Recompensa o emolumentos que se ganan con la asistencia personal. 5. Empleo 
o cargo del asistente (funcionario público). 
51 Operativo: según Diccionario Jurídico: Toda actividad material que no requiere necesariamente 
de algún conocimiento especializado.  
52 Logística: según el DRAE: 3. Conjunto de medios y métodos necesarios para llevar a cabo la 
organización de una empresa, o de un servicio, especialmente de distribución. 
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cualquier otra modalidad de contraprestación que las partes acuerden. 
 
3.6.5 Contrato de encargo fiduciario y fiducia. Son aquellos celebrados con 
entidades bancarias autorizadas por la Superintendencia Financiera, cuyo objeto 
es: la administración o manejo de recursos vinculados a los contratos que tales 
entidades celebren.  
 
Cabe resaltar que los contratos citados en el artículo 32 de la Ley 80 de 1993, no 
son los únicos permitidos para el Estado, sino que conforme lo ya esbozado, el 
contrato puede llevar el nombre que las partes de común acuerdo estimen 
necesarias, siempre que no contraríe la norma. 
 
La entidad estatal puede suscribir un acuerdo de voluntades cuyo nombre sea el 
suministro, la compraventa, el arrendamiento, el comodato, o cualquier otro 
nombre en forma discriminada que derive del acuerdo de voluntades, puesto que 
para la contratación estatal lo importante no es el nombre que lleve el acuerdo de 
voluntades, sino lo esencial es el cumplimiento estricto de la modalidad de 
selección objetiva del contratista que la ley ha dispuesto para cada caso.  
 
Esta diversidad de posibilidades en cuanto al régimen jurídico del contrato estatal 
en Colombia, no es ajeno al derecho internacional puesto que en otras latitudes el 
tema ha sido objeto de discusión y análisis. Al respecto podemos citar a Briz53: 
quien indica que “El  contrato administrativo pertenece al grupo que por su función 
se integra en los contratos de Derecho Público.  La esfera de aplicación de estos 
contratos, su objetivo y también muchas veces el circulo de posibles contratantes, 
distingue los de los contratos civiles o de los de derecho privado”. 
 
En la legislación Argentina la Corte Suprema de Justicia de la Nación ha 
expresado en la causa “Yacimientos Petrolíferos Fiscales c/ Provincia de 
Corrientes y Banco de Corrientes s/ cobro de australes” sentencia del 3 de marzo 
de 1993, que: 
 
Si bien la noción de contrato es Única, común al Derecho Público y al 
Derecho Privado, pues en ambos casos configura un acuerdo de 
voluntades generador de situaciones jurídicas subjetivas, el “régimen 
jurídico” (…) cuando el Estado en ejercicio de funciones públicas que le 
competen y con el propósito de satisfacer necesidades del mismo 
carácter, suscribe un acuerdo de voluntades, sus consecuencias serán 
regidas por el Derecho Público54. 
                                            
53 SANTOS BRIZ, Jaime. La función del contrato: contratos civiles y contratos administrativos. En: 
La contratación privada. Madrid: Montecorvo, 1996. p 305. 
54 Cita de cita tomada del documento denominado “El contrato administrativo y su relación con las 
normas civiles”. Buenos Aires: Academia Nacional de Ciencias, 2010. [citado el 13-04-16]. 




3.7  MODALIDADES DE SELECCIÓN DEL CONTRATISTA 
 
Conforme a las modificaciones a la Ley 80 de 1993, traídas con la Ley 1150 de 
2007 y la última modificación según el Decreto 1510 de 2013, compilado por el 
Decreto 1082 de 2015, las modalidades de selección del contratista son: 
 
3.7.1 Licitación. Este es un procedimiento de selección objetiva del contratista 
entendido como la regla general para la escogencia del contratista, aplicable en 
aquellos contratos de mayor cuantía y los que la norma no encamina a otra 
modalidad.  Este procedimiento de escogencia  esta dado en el Artículo 24 de la 
Ley 80 de 1995, modificado por el Artículo 2 de la Ley 1150 del año 200755. 
 
El Dr. Ernesto Matallana Camacho en su libro “Manual de Contratación de la 
Administración  Pública”56, da una definición de Licitación Pública, así: “…El 
procedimiento mediante el cual la entidad estatal formula públicamente una 
convocatoria para que, en igualdad de oportunidades, los interesados presenten 
sus ofertas y se seleccione entre ellas la más favorable”. 
 
Esta definición del Autor del reconocido libro es aceptada en el presente trabajo, 
pues de manera clara y concreta nos describe la Licitación como modalidad de 
selección del contratista en todo su sentido lingüístico y de fácil entender.  
 
3.7.2  Selección abreviada. Es aquel procedimiento preestablecido por la norma 
y aplicable a aquellos contratos en que por las  características del objeto a 
contratar, las circunstancias de la contratación o la cuantía o destinación del bien, 
obra o servicio, determinan que es viable adelantar procesos simplificados para 
garantizar la eficiencia de la gestión contractual. 
 
Esta modalidad de selección Abreviada del contratista, tal como lo establecen los 
artículos 40 al 58 del Decreto 1510 de 2013, compilado por los Arts. 2.2.1.2.1.2.1 
al 2.2.1.2.1.2.1.9 del Decreto 1082 de 2015, se desarrolla a través de Cuatro 
procedimientos, como son: 
 
- Subasta Inversa para la adquisición de Bienes y Servicios de 
Características Técnicas Uniformes: Procedimiento establecido cuando la 
                                            
55 El artículo 2 de la Ley 1150 del año 2007, indica: De las modalidades de selección. La 
escogencia del contratista se efectuará con arreglo a las modalidades de selección de licitación 
pública, selección abreviada, concurso de méritos y contratación directa, con base en las 
siguientes reglas: 1. Licitación pública. La escogencia del contratista se efectuará por regla general 
a través de licitación pública, con las excepciones que se señalan en los numerales 2, 3 y 4 del 
presente artículo… 
56 CAMACHO MATALLANA, Ernesto. Manual de contratación de la Administración Pública. Bogotá: 
Universidad Externado de Colombia, 2005. p, 267. 
 39 
entidad requiere adquirir bienes o servicios de características técnicas uniformes, 
conforme a la definición consagrada en el artículo 3 del Decreto 1510 de 201357, 
compilado por el Art. 2.2.1.1.1.3.1 del Dcto 1082 de 2015. 
 
Este procedimiento de Subasta puede desarrollarse de manera electrónica o 
presencial, según bajo el libre albedrío lo decida la entidad gubernamental 
contratante, tal como lo consagra el artículo 44 de la Ley 1510 de 201358, 
compilado por el Art. 2.2.1.2.1.2.5 del Dcto 1082 de 2015. 
 
- Selección Abreviada para la Adquisición de Bienes y Servicios de 
Características Técnicas Uniformes por compra por catálogo derivado de la 
Celebración de Acuerdos Marco de Precios: Conforme lo consagra en el Art. 
2.2.1.2.1.2.7 del Decreto 1082 de 2015, compilatorio del Decreto 1510 de 2013, 
este procedimiento para la selección de contratistas es de obligatorio cumplimiento 
para las Entidades de la Rama Ejecutiva del orden Nacional en cuyo caso la 
entidad correspondiente se debe ceñir a las disposiciones del Acuerdo Marco de 
Precios59 suscrito para el Efecto por la Agencia Nacional de Contratación – 
Colombia Compra Eficiente.  
 
Vale resaltar que este procedimiento a través de Acuerdos Marco de Precios no es 
de obligatoria utilización para las demás entidades diferentes a las pertenecientes 
a la Rama Ejecutiva del Nivel Nacional, debido a que el segundo inciso del Artículo 
2.2.1.2.1.2.7 del Decreto 1082 de 2015, compilatorio del Dcto 1510 de 2013,  
establece esta excepción para las entidades territoriales, organismos autónomos y 
los pertenecientes a la Rama Legislativa y Judicial. 
 
- Selección Abreviada para la Adquisición de Bienes y Servicios de 
Características Técnicas Uniformes En Bolsa de Productos: de alguna 
manera el Artículo 2.2.1.2.1.2.11 del Decreto 1802 de 2015 compilatorio del 
Decreto 1510 de 2013, y siguientes dan a entender que este procedimiento no es 
la regla general sino que es un procedimiento Subsidiario, en el entendido que la 
entidad Estatal contratante antes de decidir si utiliza este procedimiento o no, debe 
analizar si resulta mas ventajoso para la entidad y sus principios contractuales la 
                                            
57 Decreto 1510 de 2013. Artículo 3: Bienes y servicios de características técnicas uniformes. son 
los bienes y servicios de común utilización con especificaciones técnicas y patrones de desempeño 
y calidad iguales o similares, que en consecuencia pueden ser agrupados como bienes y servicios 
homogéneos para su adquisición y a los que se refiere el literal (a) del numeral 2 del artículo 2 de 
la Ley 1150 de 2007. 
58 Decreto 1510 de 2013. Artículo 44: Subasta inversa electrónica o presencial. La Entidad Estatal 
puede escoger si adelanta la subasta inversa electrónica o presencial. 
59 Al tenor de lo consagrado en el Art. 2.2.1.1.1.3.1 del Dcto 1082 de 2015, compilatorio del Art.3 
del Dcto 1510 de 2013, Acuerdo Marco de Precios esta definido como aquel: contrato celebrado 
entre uno o mas proveedores y Colombia Compra Eficiente, o quien haga sus veces, para la 
provisión a las Entidades Estatales de Bienes y Servicios de Características Técnicas Uniformes, 
en la forma, plazo y condiciones establecidas en éstas. 
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utilización de este mecanismo a la utilización del procedimiento de Subasta 
inversa presencial o electrónica o el procedimiento a través de Acuerdos 
Comerciales.  
 
- Selección abreviada de menor cuantía. Procedimiento que debe llevarse a 
cabo cuando el objeto del contrato es la adquisición de bienes o servicios de 
menor cuantía, diferente a la adquisición de bienes o servicios de características 
técnicas uniformes y de común utilización, en aquellos casos en que el objeto es la 
obra cuya cuantía supera la menor cuantía y es inferior a la mayor cuantía o en 
aquellos casos en que el objeto lo integran bienes o servicios de características 
técnicas específicas, no uniformes, cuyo precio supera la menor cuantía y es 
inferior a la Mayor cuantía. 
 
Este procedimiento de menor cuantía, posee unas causales adicionales en cuyo 
caso las entidades Estatales deben utilizarlo;  Estas causales son: (I) Cuando el 
objeto contractual lo integran servicios de Salud. (II) Cuando en concordancia con 
el literal d) del Artículo 2 numeral 2 de la Ley 1150 de 2007, un proceso de 
Licitación  haya sido Declarado Desierto60 en los términos de lo concordado con el 
numeral 18 del Artículo 25 de la Ley 80 de 1993 y la jurisprudencia del Honorable 
Consejo de Estado61. (III) Cuando el objeto del contrato este integrado por 
productos de origen o destinación agropecuaria, en cuyo caso la entidad 
contratante debe analizar y utilizar este procedimiento o el de bolsa de productos, 
dependiendo de lo que se arrojó como más ventajoso para la entidad Estatal. (IV) 
En cuyos casos en que la entidad Estatal contratante ostente la calidad de 
Industrial y Comercial del Estado ó Sociedades de Economía Mixta, bajo los 
términos consagrados en el Artículo 2.2.1.2.1.2.24 del Decreto 1083 de 2015 
compilatorio del Artículo 63 del Decreto 1510 de 2013. (VI) Cuando la entidad 
Estatal Contratante tenga a su cargo la ejecución de programas  de protección a 
personas amenazadas, programas de desmovilización y reincorporación a la vida 
civil de personas y grupos al margen de la ley, entre otras funciones taxativamente 
consagradas en el Artículo 2, numeral 2 literal h) de la Ley 1150 de 2007. Y (VII) 
cuando el objeto del contrato está compuesto por Bienes y Servicios para la 
defensa y Seguridad Nacional, cuyo precio sea la Menor cuantía de la Respectiva 
entidad, y exceptuando cuando estos bienes y servicios sean de características 
técnicas uniformes, en cuyo caso la entidad debe analizar y decidir, dependiendo 
de la conveniencia para la entidad, si utilizara el procedimiento de subasta inversa 
presencial o a través de Bolsa de productos o por catálogo derivado de acuerdo 
marco de precios.  
 
                                            
60 Conforme lo establece el numeral 18 del Articulo 25 de la Ley 80 de 1993, la Declaratoria de 
Desierta, posee como único requisito la existencia de un motivo o causa que impida la selección 
objetiva del contratista.  
61 CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, SECCIÓN 
TERCERA. Sentencia del 20 de febrero de 2003. Ref. 14107 (9729). C.P. Ricardo Hoyos Duque. 
Actor: Augusto Moreno Murcia. Demandado: Instituto de Desarrollo Urbano.  
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3.7.3  Contratación directa. Es aquel procedimiento sumario establecido para los 
contratos expresamente consagrados en el artículo 24 de la Ley 80 de 1993, 
artículo 2 numeral 4º de la Ley 1150 de 2007 y artículos 74 a 83 del Decreto 1510 
de 2013, compilado por los Arts. 2.2.1.2.1.4.2 al 2.2.1.2.1.4.11 del Dcto 1082 de 
2015  sin importar la cuantía económica que estos tengan. Estos contratos son: (i) 
Contratos derivados de declaratoria de urgencia manifiesta. (ii) Convenios o 
contratos interadministrativos. (iii) Contratos cuyo objeto sea la adquisición de 
bienes, servicios o la construcción de obras que requieren de reserva, suscritos 
por el sector defensa, la dirección nacional de inteligencia y la unidad Nacional de 
Protección. (iv) Contratos para el desarrollo de actividades científicas y 
tecnológicas. (v) Contratos cuando no existe pluralidad de oferentes. (vi) Contratos 
de prestación de servicios profesionales y de apoyo a la gestión o para la 
ejecución de trabajos artísticos que sólo pueden encomendar a ciertas personas 
naturales. (vii) Contratos cuyo objeto sea la adquisición de bienes inmuebles. (viii) 
Contratos de arrendamiento de bienes inmuebles. 
 
La modalidad Directa, objeto de muchas discusiones, ha sido catalogada como 
Exequible por la Honorable Corte Constitucional, quien en su pronunciamiento C-
508 de 2002 ha indicado: 
 
… Siendo ello así, el legislador estableció, como excepción a la 
licitación o concurso, la contratación directa, definiéndola como “la 
facultad que tiene el jefe de una entidad del Estado para escoger a la 
persona que ha de celebrar el contrato con la entidad, prescindiendo del 
procedimiento de licitación pública o concurso, pero sujeto en todo caso 
al principio de transparencia y al ejercicio del control de esa forma o 
manera de contratar por parte de las autoridades competentes…62. 
 
3.7.4 Concurso de méritos. Corresponde a la modalidad prevista para la 
selección de consultores, conforme a la definición dada por el Articulo 32 numeral 
2 de la Ley 80 de 199363,  en la que se podrán utilizar sistemas de concurso 
abierto o de precalificación. En este último caso, la conformación de la lista de 
precalificados se hará mediante convocatoria pública, permitiéndose establecer 
                                            
62 CORTE CONSTITUCIONAL DE COLOMBIA. Sentencia C-508 del 3 de Julio del año 2002. Exp. 
D-3871. M.P. Alfredo Beltrán Sierra. Demandante: Luis Eduardo Montoya Medina. Demanda de 
inconstitucionalidad contra el parágrafo 2 del artículo 24 de la Ley 80 de 1993, “por la cual se 
expide el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública”. 
63 El Articulo 32 numeral 2º indica: “De los Contratos Estatales. Son contratos estatales…… 2o. 
Contrato de Consultoría: Son contratos de consultoría los que celebren las entidades estatales 
referidos a los estudios necesarios para la ejecución de proyectos de inversión, estudios de 
diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para programas o proyectos específicos, así como a las 
asesorías técnicas de coordinación, control y supervisión. 
Son también contratos de consultoría los que tienen por objeto la interventoría, asesoría, gerencia 
de obra o de proyectos, dirección, programación y la ejecución de diseños, planos, anteproyectos y 
proyectos.  
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listas limitadas de oferentes utilizando para el efecto, entre otros, criterios de 
experiencia, capacidad intelectual y de organización de los proponentes, según 
sea el caso. 
 
De conformidad con las condiciones que señalen el reglamento, el desarrollo de 
estos procesos de selección, las propuestas técnicas o de proyectos podrán ser 
presentadas en forma anónima ante un jurado plural, impar deliberante y 
calificado. 
 
El concurso de méritos, al igual que las demás modalidades de selección del 
contratista esta instituido para la selección objetiva del contratista que ejecutará 
ciertos objetos contractuales, establecidos así por  el Artículo 2 numeral 3 de la 
Ley 1150 del año 2007, en el cual se indica: 
 
… Concurso de Méritos. Corresponde a la modalidad prevista para la 
selección de consultores o proyectos, en la que se podrán utilizar 
sistemas de concurso abierto o de precalificación. En este último caso, 
la conformación de la lista de precalificados se hará mediante 
convocatoria pública, permitiéndose establecer listas limitadas de 
oferentes utilizando para el efecto, entre otros, criterios de experiencia, 
capacidad intelectual y de organización de los proponentes, según sea 
el caso. 
 
De conformidad con las condiciones que señale el reglamento, en 
desarrollo de estos procesos de selección, las propuestas técnicas o de 
proyectos podrán ser presentadas en forma anónima ante un jurado 
plural, impar deliberante y calificado. 
 
Por su parte el Decreto Reglamentario No. 1510 de 2013, Artículo 6664 compilado 
por el Art. 2.2.1.2.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015, establece que las entidades 
estatales deben seleccionar a sus contratistas bajo la modalidad denominada 
Concurso de Méritos cuando el objeto del contrato lo constituya el servicio de 
consultoría definido en el Artículo 32 numeral 2º de la Ley 80 de 1993.  
 
Al respecto del contrato de consultoría diferente del contrato de prestación de 
servicios profesionales y de apoyo a la gestión como objeto contractual que 
determina que la escogencia del contratista se deberá hacer a través del 
procedimiento o modalidad llamada concurso de méritos y no la modalidad Directa 
es útil traer en este momento lo manifestado por el Honorable Consejo de Estado 
                                            
64 El Artículo 66 del Decreto 1510 de 2013, compilado por el Art. 2.2.1.2.1.3.3.1 del Decreto 1082 
de 2015, establece: “Procedencia del concurso de méritos. Las Entidades Estatales deben 
seleccionar sus contratistas a través del concurso de méritos para la prestación de servicios de 
consultoría de que trata el numeral 2 del artículo 32 de la Ley 80 de 1993 y para los proyectos de 
arquitectura". 
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a través de la sentencia de unificación No. 11001-03-26-000-2011-00039-00 
(41719) emitida por la Sección 3ª del Consejo de Estado65 en la cual indica que en 
el contrato de Consultoría “su objeto contractual esta centrado hacia el desarrollo 
de actividades que implican el despliegue de actividades de carácter 
eminentemente intelectivo, pero presenta como particularidad sustantiva que tales 
esfuerzos están dirigidos, especif́icamente, al cumplimiento de ciertos cometidos 
expresamente definidos por el numeral 2° del artićulo 32 de la Ley 80 de 1993; 
esto es, para la realización de estudios necesarios para la ejecución de proyectos 
de inversión, estudios de diagnóstico, prefactibilidad o factibilidad para programas 
o proyectos especif́icos, asi ́ como a las asesoriás técnicas de coordinación, 
control o supervisión. Se incluyen dentro de este tipo aquellos contratos que tienen 
por objeto la interventoriá, asesoriá, gerencia de obra o de proyectos, dirección, 
programas y la ejecución de diseños, planos, anteproyectos y proyectos.  
 
3.7.5  Mínima cuantía. Es el procedimiento creado por el artículo 94 de la Ley 
1474 del año 2011 y reglamentado por el artículo 84 del Decreto 1510 del año 
2013 Compilatorio del Art. 2.2.1.2.1.5.1 del Dcto 1082 de 2015; se debe utilizar por 
la entidad pública sin importar la naturaleza del objeto contractual, la forma de 
pago o la naturaleza jurídica de la entidad, siempre y cuando el valor del objeto no 
supere el 10% de la menor cuantía y cuyas reglas son exegéticas conforme lo 
establece la norma citada. 
                                            
65 CONSEJO DE ESTADO. SECCIÓN TERCERA. SUBSECCIÓN C. Sentencia de Unificación 
Radicada No. 11001-03-26-000-2011-00039 (41719), del 02 de Diciembre del año 2013. M.P. 
Jaime Orlando Santofimio Gamboa. Demandante: Juan Carlos Castaño Posada. Demandado: 
presidencia de la República y Otros. Acción de nulidad Simple.  
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4. EL CONVENIO ESTATAL 
 
4.1  CONCEPTO DEL CONVENIO ESTATAL 
 
Ya revisado el tema del contrato estatal, se ahondará sobre el Convenio Estatal o 
convenio de la Administración, considerando como una vinculación jurídica entre 
dos partes, con el ánimo de obtener la realización de fines comunes a ambas 
partes en pro de un interés general y con la principal característica, (para el 
argumento de este trabajo y de su autor)  que ninguna de las partes que interviene 
en la suscripción del convenio, obtiene una ganancia o utilidad económica, es 
decir no obtiene una contraprestación directa materializada en el aspecto 
económico lo que lo diferencia del contrato estatal, donde los objetivos son 
disímiles, ya que por una parte la entidad busca la consecución de fines estatales 
y, de otro lado, el particular un beneficio lucrativo propio y por qué no, ser un 
colaborador de la administración. 
 
Autores han definido el Convenio de la administración como el “negocio jurídico 
bilateral de la administración en virtud de la cual esta se vincula con otra persona 
jurídica pública o con una persona jurídica o natural privada para alcanzar fines de 
interés mutuo en el marco de la ejecución de funciones administrativas, fines que 
como es obvio, siempre deberán coincidir con el interés general” (Artículo 209 de 
la Constitución Nacional). 
 
Al respecto Augusto Ramón Chávez Marín  manifiesta que el contrato estatal es el 
genero y el convenio es la especie66, posición que el suscrito Autor de este 
documento de Tesis no comparte, debido a que  partiendo del análisis de los 
elementos tanto del convenio como del contrato, se llega a la conclusión material 
que tanto el contrato como el convenio son acuerdos de voluntad en que se 
conjugan dos extremos, que cada extremo esta integrado por una o varias 
personas naturales o jurídicas y que el convenio es tan autónomo como el 
contrato, así formalmente cada uno de ellos sean un mismo acuerdo de 
voluntades, son en todas sus formas autónomo uno del otro. 
 
Para el autor de esta tesis no se encuentra argumento para definir el contrato 
como la regla general y al convenio como la especie, debido que como ya se ha 
cita, son acuerdos de voluntad autónomos, con características disímiles uno del 
otro, con fines perseguidos deferentes uno del otro, con partes suscribientes 
diferentes en cada uno de los casos y como un régimen jurídico aplicable diferente 
uno de otro. ¿Cuál sería la utilidad en la práctica de establecer que existe un 
                                            
66 El Dr. Augusto Ramón Chávez Marín en su libro Los convenios de la Administración, 2ª edición 
página 40 indica que “De acuerdo con lo anterior, la figura contractual se puede mirar desde un 
punto de vista estrictamente formal y desde uno que puede denominarse causal, finalista o 
sustancial. Atendiendo al primer criterio el contrato es el genero mientas que el convenio es la 
especie… 
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género y uno especie? ¿Qué nos daría  en la práctica establecer que el convenio 
como especie esta sujeto a un genero llamado contrato?. La respuesta producto 
de la elaboración de este trabajo del ejercicio profesional en el área, es que 
ninguna, por el contrario, al tratar al contrato y al convenio como figuras totalmente 
opuestas; se logra comprender de mejor manera la diferencia entre cada una de 
estas figuras y de la utilidad en caso de su utilización, sea como convenio o sea 
como contrato; ello nos permite hacer juicios de valor de manera diferente, y se 
evitar incurrir en el defecto común de las entidades públicas y de los particulares, 
de tratar al contrato en igualdad de condiciones que el convenio.           
 
4.2  CARACTERÍSTICA DEL CONVENIO ESTATAL 
 
Vale resaltar que el convenio es una herramienta de gran utilidad para la 
Administración Pública, que se enmarca dentro del cumplimiento de los fines de 
eficiencia, eficacia y economía administrativa, que conllevan al cumplimiento de 
los fines propios de cada entidad en pro del beneficio común, consagrado así por 
la ley y la constitución. Es decir, el convenio posee por sí mismo un alcance más 
altruista, más general y más enaltecedor que determina podamos endilgarle como 
mínimo la siguiente característica, así: 
 
Constituye un verdadero acuerdo de voluntades. El cual se materializa cuando 
las partes suscriben este conforme a sus mutuos intereses y atendiendo al 
cumplimiento de fines mutuos, de intereses en común siempre bajo el contexto del 
cumplimiento  de los deberes y obligaciones  de las entidades públicas 
gubernamentales consagradas en la constitución Política de Colombia y la ley, 
puntos de partida para la suscripción de convenios. 
 
No utilidad o ganancia económica. La principal característica del convenio 
estatal consiste en que el interés de las partes intervinientes no es el de obtener 
una ganancia o utilidad económica, sino que por su propia naturaleza, el interés 
consiste en el cumplimiento de los fines propios de las partes, el cumplimiento de 
planes, programas y proyectos de interés común, sin que medie una utilidad o 
ganancia económica. 
 
Disposición de recursos económicos. Si bien es cierto que por su propia 
naturaleza el convenio no genera utilidad o ganancia económica para alguna de 
las partes intervinientes en el mismo, sí existe la posibilidad que para el 
cumplimiento de los objetivos del convenio exista el giro, la transferencia o la 
disposición de recursos económicos, con los cuales se debe atender el 
cumplimiento de las obligaciones contraídas en el convenio.  
 
Al momento en que una entidad pública llega a un acuerdo de voluntades con otra 
entidad pública, las entidades pueden incorporar en el texto del convenio que para 
el cumplimiento del objeto se le giren recursos económicos con los cuales pueda 
cumplir este fin. Ej: El Ministerio de Agricultura, en búsqueda de sus fines para los 
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cuales existe, suscribe un convenio con el Municipio de Santa Rosa de Viterbo- 
Boyacá, en el cual, entre otras, se consagra que el Municipio de Santa Rosa de 
Viterbo tiene como obligación construir un centro de acopio de alimentos 
producidos en la región, y es en virtud a esta obligación que el Ministerio deja 
expresa disposición en el convenio que para que el Municipio de Santa Rosa de 
Viterbo pueda cumplir esta obra, se le transfiera $2.500’000.000 m/cte. 
 
Nótese en el ejemplo que en este acuerdo de voluntades suscrito entre el 
Ministerio de Agricultura y el Municipio de Santa Rosa de Viterbo, no existe 
ganancia o utilidad económica de alguna de estas dos partes; sin embargo, a fin 
que la entidad territorial pueda cumplir con su obligación, se utilizará el recurso 
económico que ha presupuestado el Ministerio. 
 
Generación de contraprestaciones u obligaciones mutuas.Se está frente a un 
acuerdo de voluntades y como tal se deben consagrar obligaciones mutuas más o 
menos amplias, dependiendo del objetivo en común a cumplir.  
 
Son las partes en el texto del convenio quienes consagrarán cuales son las 
contraprestaciones mutuas acordadas, las cuales seguramente son correlativas 
con la naturaleza propia de cada entidad. 
 
Lo importante de las obligaciones o contraprestaciones del convenio, es que sean 
pactadas por las partes y que conduzcan al cumplimiento de aquel beneficio 
común y general, consagrado en la ley y la constitución, sin que por ello algunas 
de las entidades suscribientes obtengan una ganancia o utilidad económica. 
 
4.3  PARTES SUSCRIBIENTES DEL CONVENIO ESTATAL 
 
Existen dos extremos del convenio estatal, los cuales, a diferencia del contrato 
estatal, no se pueden catalogar como contratante y contratista, sino que conforme 
a la definición ya citada y las características del mismo, aquí se puede indicar que 
se trata de partes intervinientes en este acuerdo de voluntades. 
 
Las dos partes son a la vez generadoras y cumplidoras de derechos y 
obligaciones, que como ya se ha citado, al carecer de una contraprestación 
económica, no son más que el interés común, el interés general, la atención de los 
fines esenciales del Estado, los fines propios de cada entidad y el cumplimiento de 
planes, programas y metas de interés común. 
 
Las partes que intervienen en un Convenio Estatal son por regla general dos o 
más entidades públicas, sin embargo, en algunos casos, una de las partes 
intervinientes en este acuerdo de voluntades puede ser una persona privada sin 
ánimo de lucro, tal como más adelante se referirá en concreto, en los términos de 
la posibilidad consagrada en el inciso 2º del artículo 355 de la Constitución Política 
de Colombia y su Decreto Reglamentario No. 777 de 1992. 
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4.4  RÉGIMEN JURÍDICO DEL CONVENIO ESTATAL 
 
El convenio estatal es ajeno a las disposiciones consagradas en el denominado 
Estatuto General de la Contratación Pública67, pues como ya se ha citado, es el 
contrato estatal el que se rige por las disposiciones del Estatuto General de la 
Contratación Pública, en tanto este acuerdo de voluntades denominado Convenio 
por sus propias características y partes suscribientes, puede tener un régimen 
jurídico diferente y específico en cada caso, así: 
 
4.4.1 Para el convenio estatal suscrito entre entidades públicas o 
interadministrativo. Su régimen jurídico es el consagrado en los artículos 9568 y 
10769 de la Ley 489 de 1998, normas en las cuales se consagra la posibilidad para 
que las entidades públicas entre sí suscriban convenios de asociación, de 
cooperación o la prestación de servicios públicos en común, entre otros que más 
adelante se citarán con más detalle. 
 
El régimen jurídico es en esencia la Ley 489 de 1998, y desde luego en tratándose 
de entidades públicas, deben observarse los deberes y derechos que la ley y la 
constitución le imponen a cada entidad suscribiente del convenio, y aunque para 
este tipo de convenio no existe decreto reglamentario, no le son ajenas las demás 
disposiciones del ordenamiento jurídico colombiano, específicamente aquellas 
                                            
67 El Estatuto General de la Contratación Pública lo integran como mínimo las siguientes normas: 
Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007, Ley 1474 de 2011, Artículos 82 a 94, Decreto 019 de 2012 y 
Decreto 1510 de 2013, compilado por el Decreto 1082 de 2015.  
68 Ley 489 de 1998. Artículo 95: Asociación entre entidades públicas.<Artículo 
CONDICIONALMENTE EXEQUIBLE> Las entidades públicas podrán asociarse con el fin de 
cooperar en el cumplimiento de funciones administrativas o de prestar conjuntamente servicios que 
se hallen a su cargo, mediante la celebración de convenios interadministrativos o la conformación 
de personas jurídicas sin ánimo de lucro. (Subraya fuera de texto) 
Las personas jurídicas sin ánimo de lucro que se conformen por la asociación exclusiva de 
entidades públicas, se sujetan a las disposiciones previstas en el Código Civil y en las normas para 
las entidades de este género. Sus Juntas o Consejos Directivos estarán integrados en la forma que 
prevean los correspondientes estatutos internos, los cuales proveerán igualmente sobre la 
designación de su representante legal.  
69 Ley 489 de 1998. Artículo 107: Convenios para la ejecución de planes y programas. Con la 
periodicidad que determinen las normas reglamentarias, la Nación y las entidades territoriales 
podrán celebrar convenios con las entidades descentralizadas del correspondiente nivel 
administrativo, para la ejecución de los planes y programas que se adopten conforme a las normas 
sobre planeación. 
En dichos convenios se determinarán los compromisos y obligaciones de las entidades encargadas 
de la ejecución, los plazos, deberes de información e instrumentos de control para garantizar la 
eficiencia y la eficacia de la gestión.  
Estos convenios se entenderán perfeccionados con la firma del representante legal de la Nación, o 
de la entidad territorial y de la respectiva entidad o empresa y podrán ejecutarse una vez 
acreditada, si a ello hubiere lugar, la certificación de registro de disponibilidad presupuestal. 
Además de las cláusulas usuales según su naturaleza, podrá pactarse cláusula de caducidad para 
los supuestos de incumplimiento por parte de la entidad descentralizada o empresa industrial y 
comercial del Estado.  
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atinentes a los servidores públicos dentro de las que, desde luego, están los 
principios administrativos y de la función pública, tal como lo prevé el artículo 209 
de la Constitución y el artículo 3 de la Ley 1437 de 2011 entre otras particulares, 
según cada entidad suscribiente del convenio. 
 
Este tipo de convenios, como ya se ha indicado, surge de la necesidad entre 
entidades de naturaleza pública, se suscriben acuerdos de voluntad bajo el 
imperio del principio de coordinación que le impone a las entidades públicas el 
artículo 209 de la Constitución Política de Colombia, artículo 6º de la ley 489 de 
1998 y artículo 3º70 de la Ley 1437 de 2007. 
 
Es en virtud a este principio que las entidades entre sí pueden suscribir, para el 
cumplimiento de sus cometidos, convenios de asociación, de cooperación, de 
colaboración, entre otros, que más adelante se analizarán. 
 
4.4.2  Para el convenio estatal suscrito por entidades públicas con personas 
jurídicas privadas sin ánimo de lucro. Su régimen jurídico es el consagrado en 
el inciso 2º del artículo 35571 de la Constitución Política de Colombia y el Decreto 
reglamentario 777 de 199272, normas en las cuales se consagra la posibilidad para 
que las entidades públicas del nivel nacional, distrital, territorial y en general de 
cualquier nivel, suscriban convenios con personas jurídicas privadas sin ánimo de 
lucro, de reconocida idoneidad y experiencia directamente relacionada con el 
objeto a convenir. 
 
Nótese cómo estas normas, que rigen este tipo de convenios, son anteriores a las 
normas que en desarrollo de este trabajo se han enmarcado como el Estatuto 
General de la Contratación Pública, y son normas de derecho público especiales. 
                                            
70 Ley 1437 de 2011. Artículo 3: Principios. Todas las autoridades deberán interpretar y aplicar las 
disposiciones que regulan las actuaciones y procedimientos administrativos a la luz de los 
principios consagrados en la Constitución Política, en la Parte Primera de este Código y en las 
leyes especiales.  
Las actuaciones administrativas se desarrollarán, especialmente, con arreglo a los principios del 
debido proceso, igualdad, imparcialidad, buena fe, moralidad, participación, responsabilidad, 
transparencia, publicidad, coordinación, eficacia, economía y celeridad.  
1. En virtud del principio del debido proceso… 
2. En virtud del principio de igualdad…  
10. En virtud del principio coordinación las autoridades concertarán sus actividades con las de 
otras instancias estatales en el cumplimiento de sus cometidos y en el reconocimiento de sus 
derechos a los particulares. (Subraya y negrilla es mía). 
71 Constitución Política De Colombia: Artículo 355, 2º Inciso: El Gobierno, en los niveles 
nacional, departamental, distrital y municipal podrá, con recursos de los respectivos presupuestos, 
celebrar contratos con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad con el fin 
de impulsar programas y actividades de interés público acordes con el Plan Nacional y los planes 
seccionales de Desarrollo. El Gobierno Nacional reglamentará la materia. (Subraya fuera de 
Texto). 
72 Decreto 777 de 1992. Por medio del cual se reglamentan la celebración de los contratos a que 
se refiere el inciso segundo del artículo 355 de la Constitución Política. 
 49 
En este punto es de resaltar que el Artículo 355 de la constitución política de 
Colombia en su segundo inciso, trae al mundo jurídico la posibilidad de que las 
entidades públicas con recursos propios contrate con personas jurídicas privadas 
sin ánimo de lucro, para el cumplimiento de planes y programas de interés general 
público, disposición que fue reglamentada por el  Decreto 777 de 1992 y en el cual 
de igual manera en su Artículo 1º73 se utiliza la expresión contrato, sin embargo  el 
Artículo 96 de la ley 489 de 1998, utiliza la palabra convenio, lo cual significa, 
luego de análisis criterio de este trabajo, que  la norma da viabilidad jurídica para 
que las entidades públicas a que se refiere el Articulo 355 de la Constitución,  
pueda celebrar CONVENIOS y CONTRATOS con personas jurídicas privadas sin 
ánimo de lucro para el cumplimiento de planes y programas de interés general 
contenidas en los planes de desarrollo.   
 
Para el contenido de este trabajo, entonces seria, que se denominase CONVENIO 
con persona jurídica privada sin ánimo de lucro,  cuando en este acuerdo de 
voluntades no existiese una contraprestación directa en la ejecución del mismo a 
favor de alguna de las partes intervinientes, sino que tanto la entidad publica como 
la persona jurídica privada sin ánimo de lucro aúnan esfuerzos encaminados a un 
fin común, es decir el objeto del convenio fuere un solo fin común, una meta de 
interés general público, en el cual no se materializa la contraprestación, la cual 
para efectos del presente trabajo  es la utilidad o ganancia económica, puesto que 
como ya se ha mencionado para el presente documento este autor ha partido de 
la base de que en el contexto del Estado social de Derecho con sistema 
capitalista, la principal contraprestación en el acuerdo de voluntades es la utilidad 
o ganancia económica, así se ha planteada en este trabajo, independiente de 
otras teorías de diversos autores, algunos citados en este escrito.  
 
En tanto que para que se denominase CONTRATO con persona jurídica privada 
sin ánimo de lucro, podría deprecarse que derivado de este acuerdo de voluntades 
por lo menos uno de los extremos de  la relación contractual persigue y obtiene 
una contraprestación directa, como se ha esgrimido en este documento,  esa 
contraprestación derivada de ese acuerdo de voluntades puede estar reflejada en 
una utilidad o ganancia económica como consecuencia de la ejecución del objeto 
contractual.  
 
4.5  CLASIFICACIÓN DE LOS CONVENIOS DE LA ADMINISTRACIÓN 
 
En principio y tal como lo consagra el artículo 355 de la Constitución Política de 
                                            
73 Decreto 777 de 1992. Artículo 1º. Los contratos que en desarrollo de lo dispuesto en el segundo 
inciso del artículo 355 de la Constitución Política celebren la Nación, los Departamentos, Distritos y 
Municipios con entidades privadas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad, con el propósito 
de impulsar programas y actividades de interés público, deberán constar por escrito y se sujetarán 
a los requisitos y formalidades que exige la ley para la contratación entre los particulares, salvo lo 
previsto en el presente…… 
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Colombia, Decreto 777 de 1992 y artículos 95, 96  y 107 de la Ley 489 de 1998, se 
puede decir que los convenios de la administración se clasifican así: 
 
4.5.1  Convenios interadministrativos. Son aquellos acuerdos de voluntad entre 
dos o más entidades públicas gubernamentales, que se suscriben en virtud al 
principio de coordinación que debe existir entre las mismas, y en los cuales no 
puede participar como suscribiente alguna persona de naturaleza privada, pues 
precisamente, la más marcada característica es que este acuerdo de voluntades 
sólo se depreca entre entidades públicas gubernamentales, con el propósito de 
cumplir los fines propios del estado y los de cada una de las entidades 
suscribientes. 
 
Para el autor de este trabajo estos convenios interadministrativos estos por su 
propia naturaleza jurídica, aunque se citan en el artículo 76 del Decreto 1510 de 
2013,Compilado por el Art. 2.2.1.2.1.4.4 del Dcto 1082 de 2015, Reglamentario de 
la Ley 80 de 1993 y Ley 1150 de 2007, dentro del capítulo de la causal de 
contratación directa, no deberían estar sujetos a las reglas restrictivas de la Ley 80 
de 1993, la Ley 1150 de 2007 y el Decreto 1510 de 2013, compilado por el Dcto 
1082 de 2015,  pues como ya se ha indicado suficientemente, estos acuerdos de 
voluntad entre entidades públicas están regidos por el principio de coordinación 
consagrado en el artículo 209 de la Constitución Política de Colombia y artículos 6, 
95 y 107 de la Ley 489 de 1998. 
 
Para el Autor de este texto, y luego de análisis, formación académica y 
experiencia profesional con entidades públicas en los temas de contratación  
estatal el convenio interadministrativo debe entenderse como un acuerdo de 
voluntades cuyo régimen jurídico son las normas especiales, en este caso la ley 
489 de 1998 artículo 95, y no la Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007 y Decretos 
reglamentarios 1510 de 2013 y compilatorio 1082 de 2015, debido a que es fácil y 
apropiadamente enmarcarlo en la posibilidad que el articulo 32 de la Ley 80 de 
1993, la cual expresamente indica que el contrato estatal siendo un acto jurídico 
general de derechos y obligaciones puede estar reglado por normas de derecho 
público especiales, es decir, ratificando lo dicho en este trabajo no todo contrato o 
convenio estatal se rige por las normas del Estatuto General de la Contratación 
Administrativa, sino que existen acuerdos de voluntad o actos jurídicos o negocios 
jurídicos que se alejan de este régimen.  
 
4.5.2 Convenios interinstitucionales. Son mecanismos jurídicos de eficacia y 
eficiencia mediante los cuales la entidad pública, entre sus diferentes 
dependencias o entidades descentralizadas, puede suscribir acuerdos de voluntad 
para el cumplimiento de sus fines, planes y programas. 
 
Este acuerdo obedece a la imposibilidad de una entidad pública de contar con 
herramientas administrativas internas, que le permitan sin inconveniente cumplir 
un cometido y, por ende, acude a otra entidad pública de la misma jurisdicción, 
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quien teniendo a su alcance lo necesario, le brinda una colaboración o un apoyo a 
esta primera entidad, a fin de poder cumplir el cometido propuesto. 
 
Para citar un ejemplo se puede traer a colación aquellos acuerdos de voluntad que 
suscribe una alcaldía Municipal con la Empresa Social del Estado, cuyo objeto es 
que el Municipio, como entidad pública territorial a través de su representante 
legal, permita que el Secretario de Planeación, como subordinado del Alcalde 
Municipal, elabore un estudio previo para la consecución de un proceso de 
selección abreviada de obra, que requiere ser desarrollado por la Empresa Social 
del Estado y que esta empresa no podía elaborar por falta de personal idóneo en 
este tipo de objetos contractuales.  
 
El régimen jurídico de estos convenios interinstitucionales, no es el Estatuto 
General de la Contratación pública, sino que son las normas especiales 
establecidas en el inciso 2º del artículo 355 de la Carta Política y desde luego los 
artículos 6, 95 y 107 de la Ley 489 de 1998.  
 
4.5.3 Convenios de cooperación internacional. Tal como lo indica su propio 
nombre, es aquel acuerdo de voluntades en que las partes suscribientes son 
entidades públicas de diferentes territorios internacionales. 
 
El artículo 20 de la Ley 1150 de 2007 señala: 
 
(…) DE LA CONTRATACIÓN CON ORGANISMOS INTERNACIO-
NALES. …los convenios financiados en su totalidad o en sumas 
iguales o superiores al cincuenta por ciento (50%) con fondos de los 
organismos de cooperación, asistencia o ayudas internacionales, 
podrán someterse a los reglamentos de tales entidades. En caso 
contrario, se someterán a los procedimientos establecidos en la Ley 80 
de 1993. Los recursos de contrapartida vinculados a estas operaciones 
podrán tener el mismo tratamiento. 
 
Los convenios celebrados con personas extranjeras de derecho público 
u organismos de derecho internacional cuyo objeto sea el desarrollo de 
programas de promoción, prevención y atención en salud; contratos y 
convenios necesarios para la operación de la OIT; contratos y 
convenios que se ejecuten en desarrollo del sistema integrado de 
monitoreo de cultivos ilícitos; contratos y convenios para la operación 
del programa mundial de alimentos; contratos y convenios para el 
desarrollo de programas de apoyo educativo a población desplazada y 
vulnerable adelantados por la Unesco y la OIM; los contratos o 
convenios financiados con fondos de los organismos multilaterales de 
crédito y entes gubernamentales extranjeros, podrán someterse a los 
reglamentos de tales entidades. 
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Las entidades estatales no podrán celebrar contratos o convenios para 
la administración o gerencia de sus recursos propios o de aquellos que 
les asignen los presupuestos públicos, con organismos de cooperación, 
asistencia o ayuda internacional. 
 
Parágrafo 1°. Los contratos o acuerdos celebrados con personas 
extranjeras de derecho público, podrán someterse a las reglas de tales 
organismos. 
 
Parágrafo 2°. Las entidades estatales tendrán la obligación de reportar 
la información a los organismos de control y al Secop relativa a la 
ejecución de los contratos a los que se refiere el presente artículo. 
 
Parágrafo 3°. En todo Proyecto de cooperación que involucre recursos 
estatales se deberán cuantificar en moneda nacional, los aportes en 
especie de la entidad, organización o persona cooperante, así como los 
del ente nacional colombiano. Las contralorías ejercerán el control fiscal 
sobre los proyectos y contratos celebrados con organismos 
multilaterales74. 
 
De otro lado, el artículo 157 del Decreto 1510 de 2013, compilado por el art. 
2.2.1.2.4.4.1 del Dcto 1082 de 2015, establece el "Régimen aplicable a los 
contratos o convenios de cooperación internacional". 
 
(…) Los contratos o convenios financiados en su totalidad o en sumas 
iguales o superiores al cincuenta por ciento (50%) con fondos de los 
organismos de cooperación, asistencia o ayudas internacionales, 
pueden someterse a los reglamentos de tales entidades incluidos los 
recursos de aporte de fuente nacional o sus equivalentes vinculados a 
estas operaciones en los acuerdos celebrados, o sus reglamentos, 
según el caso. En caso contrario, los contratos o convenios que se 
celebren en su totalidad o en sumas iguales o superiores al cincuenta 
por ciento (50%) con recursos de origen nacional se someterán al 
presente decreto. 
 
Si el aporte de fuente nacional o internacional de un contrato o convenio 
de Cooperación Internacional es modificado o los aportes no se 
ejecutan en los términos pactados, las Entidades Estatales deben 
modificar los contratos o convenios para efectos de que estos estén 
sujetos a las normas del sistema de compras y contratación pública, si 
el aporte de recursos públicos es superior al cincuenta por ciento (50%) 
                                            
74 Por medio de la cual se introducen medidas para la eficiencia y la transparencia en la Ley 80 de 
1993 y se dictan otras disposiciones generales sobre la contratación con recursos. 
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del total o de las normas internas de la entidad de cooperación si el 
aporte es inferior. 
 
Cuando la variación de la participación de los aportes de las partes es 
consecuencia de las fluctuaciones de la tasa de cambio de la moneda 
pactada en el convenio o contrato de cooperación internacional, este 
seguirá sometido a las reglas establecidas en el momento de su 
suscripción. 
 
Los recursos generados en desarrollo de los contratos o convenios 
financiados con fondos de los organismos de cooperación, asistencia o 
ayudas internacionales no deben ser tenidos en cuenta para determinar 
los porcentajes de los aportes de las partes. 
 
Los contratos o convenios financiados con fondos de los organismos 
multilaterales de crédito, entes gubernamentales extranjeros o personas 
extranjeras de derecho público, así como aquellos a los que se refiere 
el inciso 2o del artículo 20 de la Ley 1150 de 2007, se ejecutarán de 
conformidad con lo establecido en los tratados internacionales marco y 
complementarios, y en los convenios celebrados, o sus reglamentos, 
según sea el caso, incluidos los recursos de aporte de fuente nacional o 
sus equivalentes vinculados a tales operaciones en dichos documentos, 
sin que a ellos le sea aplicable el porcentaje señalado en el inciso 
primero del artículo 20 de la Ley 1150 de 2007. 
 
Los contratos con personas extranjeras de derecho público se deben 
celebrar y ejecutar según se acuerde entre las partes. 
 
4.5.4 Convenios de cooperación nacional. Son aquellos de participación 
voluntaria y temporal en un acuerdo de mutua colaboración entre entidades 
públicas del territorio nacional, para desarrollar un objeto definido que beneficia a 
las partes mutuamente. En este tipo de convenios, ambas entidades públicas 
suscriben obligaciones recíprocas encaminadas al cumplimiento de un mismo fin, 
empero se resalta su principal característica de aportes mutuos que se unen al 
mismo fin. 
 
4.5.5 Convenios de cooperación especial. Se pueden celebrar convenios de 
cooperación, en desarrollo de lo dispuesto en el artículo 6º del Decreto 393 de 
1991, por medio del cual se dictan normas sobre asociación para actividades 
científicas y tecnológicas, proyectos de investigación y creación de tecnologías, 
así: 
 
Para adelantar actividades científicas y tecnológicas, proyectos de 
investigación y creación de tecnologías, la Nación y sus entidades 
descentralizadas podrán celebrar con los particulares convenios 
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especiales de cooperación, que no darán lugar al nacimiento de una 
nueva persona jurídica. En virtud de estos convenios las personas que 
los celebren aportan recursos de distinto tipo para facilitar, fomentar, 
desarrollar y alcanzar en común algunos de los propósitos 
contemplados en el artículo 2. 
 
En este tipo de convenios no existe régimen de solidaridad entre las personas que 
lo celebren, pues cada una responderá por las obligaciones que específicamente 
asume en virtud del convenio; se debe precisar la propiedad de todos los 
resultados que se obtengan y los derechos de las partes sobre los mismos; definir 
las obligaciones contractuales, especialmente de orden laboral que asume cada 
una de las partes; el manejo de recursos puede efectuarse mediante encargo 
fiduciario o cualquier otro sistema de administración. 
 
4.5.6  Convenios de apoyo. Son aquellos celebrados por las entidades públicas 
con personas jurídicas, creadas por varias entidades del Estado o personas 
jurídicas sin ánimo de lucro y de reconocida idoneidad, para impulsar programas y 
actividades de interés públicos acordes con los planes de desarrollo. Su finalidad 
es impulsar programas y actividades de interés público, con la especial 
característica que dicho interés no puede reflejarse en una contraprestación 
directa a favor de la entidad pública, e implica que el objeto contractual determine 
claramente la prevalencia del interés general. 
 
Su régimen jurídico no es el Estatuto General de la Contratación Pública, sino las 
normas de derecho público especiales, verbi gratia, inciso 2º de la constitución 
política de Colombia, artículo 209 ibídem y artículos 6, 95 y 107 de la ley 489 de 
1998. 
 
4.5.7 Convenios de organización o asociación. Acuerdos de voluntades 
celebrados entre dos o más personas jurídicas públicas, o entre una o varias de 
estas y una persona natural o jurídica de carácter particular, con el objeto de crear 
una nueva entidad de naturaleza pública o modificar el carácter del mismo. A 
veces se denominan también de asociación. 
 
La ley 489 de 1998 (9), dispone lo siguiente: 
 
Asociación entre entidades públicas. Las entidades públicas podrán 
asociarse con el fin de cooperar en el cumplimiento de funciones 
administrativas o de prestar conjuntamente servicios que se hallen a su 
cargo, mediante la celebración de convenios interadministrativos o la 
conformación de personas jurídicas sin ánimo de lucro. 
 
Las personas jurídicas sin ánimo de lucro que se conformen por la 
asociación exclusiva de entidades públicas, se sujetan a las 
disposiciones previstas en el Código Civil y en las normas para las 
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entidades de este género. Sus Juntas o Consejos Directivos estarán 
integrados en la forma que prevean los correspondientes estatutos 
internos, los cuales proveerán igualmente sobre la designación de su 
representante legal75. 
 
4.5.8  Convenios con persona jurídica privada sin ánimo de lucro. Como ya se 
menciono anteriormente, la constitución política de colombia en su artículo 355, el 
Decreto reglamentario No. 777 de 1992, en concordancia con el Articulo 96 de la 
ley 489 de 1998, establecen que las entidades públicas de cualquier nivel pueden 
suscribir convenios con persona jurídica privada sin ánimo de lucro, con el fin de 
impulsar el cumplimiento de planes y programas  de interés público, con aplicación 
de las normas y formalidades de la contratación entre particulares.    
                                            
75 Norma declarada exequible de manera condicionada en la sentencia C-671 de 1999. En dicha 
providencia se consideró lo siguiente:  
“Ello significa que las entidades descentralizadas indirectas, con personalidad jurídica, que puedan 
surgir por virtud de convenios de asociación celebrados con exclusividad, entre dos o más 
entidades públicas deben sujetarse a la voluntad original del legislador que, en ejercicio de la 
potestad conformadora de la organización -artículo 150, numeral 7 de la Constitución Política-, 
haya definido los objetivos generales y la estructura orgánica de cada una de las entidades 
públicas participantes, y los respectivos regímenes de actos, contratación, controles y 
responsabilidad.//En consecuencia, la disposición en estudio sólo podrá considerarse ajustada a 
las normas superiores cuando la asociación surgida se sujete al mismo régimen que, en 
consonancia con la naturaleza de las entidades participantes y el régimen propio de función 
administrativa o de servicio público a su cargo hubiere señalado la ley de creación o autorización 
de éstas. 
Además, en todo caso, el ejercicio de las prerrogativas y potestades públicas, los regímenes de los 
actos unilaterales, de la contratación, los controles y la responsabilidad serán las propios de las 
entidades estatales según lo dispuesto en las leyes especiales sobre dichas materias.//Así las 
cosas la disposición acusada será declarada exequible bajo la consideración de que las 
características de persona jurídica sin ánimo de lucro y la sujeción al derecho civil se entienden sin 
perjuicio de los principios y reglas especiales propios de la función administrativa establecidos en 
el artículo 209 de la Constitución, que para el derecho civil y normas complementarias no resultan 
de aplicación estricta e imperativa”. 
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5. LOS CONVENIOS Y CONTRATOS INTERADMINISTRATIVOS 
 
Es importante precisar que estas dos figuras contractuales son disímiles en su 
concepto y definición, y aunque las dos formas buscan los mismos fines en el 
cumplimiento de los deberes de la entidades estatales, poseen en sí mismos 
diferencias que obedecen al cumplimiento del principio de coordinación, entre 
entidades públicas y a los principios de eficiencia, eficacia y economía 
administrativa a la hora de atender al gasto público a través del acuerdo de 
voluntades.  
 
5.1  EL CONVENIO INTERADMINISTRATIVO 
 
5.1.1 Concepto del convenio interadministrativo. Es aquel acuerdo de 
voluntades que se suscribe entre dos o más entidades públicas gubernamentales, 
en el cual no existe contraprestación directa, la cual para el autor de este texto se 
refleja  en la no existencia de  utilidad o ganancia económica para alguna de las 
partes suscribientes, sino que este acuerdo obedece al deber de las entidades 
públicas de actuar de manera coordinada para el cumplimiento de los fines propios 
del Estado y los de cada una de las entidades suscribientes. 
 
Al respecto podemos traer a colación la diferenciación conceptual de convenio 
Interadministrativo y de contrato interadministrativo que nos trae la Honorable 
Corte Suprema de justicia en sentencia de casación Radicación No. 38464 de julio 
de 2015, en donde se indica: 
 
….igualmente, acerca del convenio interadministrativo tiene dicho esta 
sala que éste consiste en “un negocio jurídico bilateral, celebrado entre 
dos entidades públicas que dentro de unas típicas relaciones de 
colaboración pretenden alcanzar un interés general, a diferencia de lo 
que ocurre en el contrato interadministrativo donde cada una de las 
partes tiene diversidad de intereses y el contratista se encuentra en el 
mercado, de la misma manera que lo hacen los particulares……  De 
manera que la característica de interadministrativo de un convenio o 
un contrato, surge de la calidad de las partes, es decir, ambas debe 
ser de naturaleza pública…76. 
 
5.1.2 Partes del convenio interadministrativo. Como todo acuerdo de 
voluntades, posee dos extremos de la manifestación de la voluntad y cada 
extremo puede estar constituido por una o varias partes, las cuales para este 
caso, por tratarse de un interadministrativo, se puede predicar que son aquellas 
que tengan la calidad de entidades públicas gubernamentales de cualquier orden, 
ya sea nacional, distrital o territorial, de echo precisamente por que el acuerdo de 
                                            
76 CORTE SUPREMA DE JUSTICIA. SALA DE CASACIÓN PENAL. Sentencia de 8 de julio de 
2015. Exp. Radicación 38464. M.P. Dr. Eugenio Fernández Carlier. 
 57 
voluntades esta integrado por entidades públicas gubernamentales que se le 
puede endilgar como interadministrativo, por cuanto se trata de acuerdos de 
voluntad suscritos entre dos o más entidades públicas pertenecientes al Gobierno. 
 
5.1.3 Características del Convenio Interadministrativo. Este acuerdo de 
voluntades entre entidades públicas, ostenta una calidad especial de acuerdos de 
voluntad, lo cual redunda en propias características que le hacen disímil de un 
contrato estatal y dentro de las cuales se pueden citar: 
 
Solo se predica de y entre entidades públicas. Como ya se ha indicado, este 
tipo de acuerdos de voluntad es el que sólo se puede deprecar entre entidades 
públicas, pues si no fuere así, no podría catalogarse como un interadministrativo, 
toda vez que se trata de la manifestación de la voluntad entre entidades públicas 
gubernamentales.  
 
De hecho, para la elaboración del presente trabajo es aceptado el concepto del 
autor LLISET BORRELL, quien en un artículo sobre los convenios 
interadministrativos locales, expresa que: 
 
…atendido el objeto y la naturaleza jurídica de los convenios 
interadministrativos podemos definirlos como un acuerdo de voluntades 
entre dos o más entes públicos, que se instrumenta como negocio 
jurídico bilateral de carácter organizativo, que no admite cláusulas 
exorbitantes en favor de una de las partes y que tiene por objeto la 
modulación, o incluso la disposición, del ejercicio de las competencias 
de aquellos entes…”77. 
 
No existencia de contraprestacion directa reflejada en una ganancia o 
utilidad económica de alguna de las partes. Como ya se ha analizado, con 
suficiente argumento para este autor, la principal característica derivada de este 
acuerdo de voluntades denominado convenio, es la no existencia de 
contraprestación directa, es decir que ninguna de las partes suscribientes puede 
indicar que obtiene una ganancia o utilidad económica derivada de la ejecución del 
objeto convenido, pues de otra manera se enmarcaría como un contrato. 
 
Puede existir o no disposición, giro o transferencia de recursos públicos.Si 
bien es cierto que, derivado de la ejecución del objeto del convenio no puede 
endilgarse contraprestación directa reflejada en utilidad o ganancia económica 
para alguna de las partes suscribientes, es cierto también, que para el 
cumplimiento del objeto convenido puede en algunos casos, según el objeto 
acordado, significar que deben existir aportes o giro o transferencia de recursos 
económicos públicos, con los cuales se puede atender al cumplimiento del objeto 
                                            
77 LLISET BORREL, Francisco. Los convenios interadministrativos de los entes locales. En: Revista 
Española de Derecho Administrativo. 1990. no. 67, p. 269-272. ISSN-0210-8461. 
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convenido; de hecho, este giro de recursos económicos puede ser de una entidad 
pública gubernamental a otra u otras entidades públicas gubernamentales, o bien 
de igual forma, podría significar que todas las partes intervinientes hagan aportes 
económicos para el cumplimiento de las obligaciones convenidas. 
 
Para citar un ejemplo: al momento en que el Ministerio de Justicia y del Derecho, a 
través de un convenio interadministrativo, le transfiera $220’000.000 m/cte al 
Municipio de Santa Rosa de Viterbo, a fin que esta última entidad territorial logre 
ejecutar la obras de mantenimiento del Tribunal Superior de Distrito del Circuito, 
sólo se puede establecer que existe una utilidad social derivada de la coordinación 
y suma de esfuerzos entre el mismo Gobierno para el cumplimiento de un fin, 
empero ello no significa que derivado de este convenio el municipio de Santa 
Rosa de Viterbo o el Ministerio hayan obtenido una ganancia económica por ello.  
 
Al no existir utilidad económica o contraprestación directa de la partes, se puede 
indicar que el único fin es el cumplimiento de la satisfacción de una necesidad, el 
cual debe partir de los fines esenciales del Estado, del cumplimiento de los fines, 
planes y programas de cada entidad suscribiente en el convenio 
interadministrativo y de tener como única utilidad el bienestar social de la 
comunidad, según la naturaleza del objeto convenido.  
 
De hecho, pueden existir acuerdos de voluntad interadministrativos en que para la 
ejecución del objeto convenido no se hace necesario el giro de recursos 
económicos, como puede ser el caso en que la Escuela Superior de 
Administración Pública “ESAP” suscriba un convenio interadministrativo con el 
Municipio de Santa Rosa de Viterbo, cuyo único objeto o fin es que la ESAP le 
brinde un Diplomado en Contratación Estatal, a través de profesionales idóneos 
para ello; en este acuerdo de voluntades por la propia naturaleza de las partes 
intervinientes, ninguna de las entidades transferirá o girará recursos económicos 
para la ejecución del mismo. 
 
Se trata de un acuerdo de voluntades derivado del cumplimiento de un deber 
legal. Al igual que todas las actuaciones y decisiones de las entidades públicas, 
su fundamento primordial es la satisfacción de derechos de la sociedad, propender 
por servir a la comunidad, garantizar la consecución de obras que significan la 
prosperidad y, en general, los deberes que a estas entidades públicas les impone 
la ley y la constitución, con la particularidad que a diferencia del contrato estatal, 
en el convenio interadministrativo no se buscan esos fines a través de un 
particular denominado contratista, sino que la consecución de estos fines son con 
y entre las mismas entidades públicas, son dos bolsillos de un mismo pantalón, en 
que cada bolsillo es una entidad pública dentro del marco del mismo pantalón 
denominado gobierno como elemento del Estado y, desde luego, siempre bajo el 
imperio de la ley y la Constitución Política de Colombia. 
 
Nuevamente es apropiado citar aquel principio de coordinación consagrado en la 
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Ley 489 de 1998 y Constitución Política de Colombia, a través del cual se le indica 
a las entidades gubernamentales actuar de manera coordinada, a través de 
acuerdos de voluntad entre otras formas, para la consecución de sus propios fines 
y los del Estado.  
 
Derivado de la suscripción de un convenio interadministrativo puede 
generarse la necesidad de desarrollar procesos de selección objetiva y 
suscripción de contratos estatales, bajo el imperio del Estatuto General de la 
Contratación Pública. En algunas oportunidades, que puede ser la gran mayoría 
de los casos, la entidad ejecutora del objeto del convenio, a fin de atender al 
mismo de forma cabal y completa, deberá hacer uso de los procesos de selección 
del contratista consagrados en el artículo 24 de la Ley 80 de 1993, artículo 2 de la 
Ley 1150 de 2007 y Decreto 1510 de 2013, Compilado por el Dcto 1082 de 2015, 
lo cual conlleva a establecer que luego de agotado este procedimiento de 
selección, la entidad suscribe un contrato con un particular que en últimas es 
quien ejecutará el objeto convenido.  
 
Claro, si dentro del convenio suscrito entre el Ministerio de Justicia y del Derecho y 
el Municipio de Santa Rosa de Viterbo, se busca la realización de obras de 
mantenimiento de las instalaciones del Tribunal Superior de Distrito Judicial, para 
lo cual se le han trasferido $220’000.000 m/cte., pues seguramente la entidad 
territorial ejecutora deberá proceder a incorporar en el presupuesto local ese valor 
transferido, para con ello, en atención a lo consagrado en el Estatuto General de la 
Contratación Pública, expedir un certificado de disponibilidad presupuestal con el 
cual se elaborará un estudio previo que desembocará en la iniciación de un 
proceso de licitación a fin de escoger objetivamente a un particular constructor 
que, con los recursos económicos girados por el Ministerio, ejecute las obras 
consagradas en el convenio. 
 
Es decir, por la propia naturaleza de las obligaciones y fines del convenio 
interadministrativo, debe la entidad ejecutora del convenio utilizar el Estatuto 
General de la Contratación Pública para seleccionar a un proponente con el cual 
se suscriba un contrato que, bajo el imperio de las normas del estatuto en 
mención, ejecute las obligaciones comprometidas por la entidad ejecutora, ahora 
contratante de este particular contratista. 
 
Sin embargo de esta característica es necesario establecer con claridad que la 
posibilidad de que derivado de la suscripción de un convenio interadministrativo se 
puedan generar procesos contractuales para seleccionar objetivamente a un 
particular que en ultimas sea quien ejecute el objeto convenido, como puede ser 
con total viabilidad cuando el convenio conlleva el giro de recursos públicos para 
la construcción de una obra – servicios de construcción, en algunos casos 
especiales ello no puede suceder, y es en el entendido de que una entidad pública 
suscriba un convenio interadministrativo para que se satisfaga una necesidad 
directamente por la misma entidad llamada ejecutora, derivado de que esta 
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entidad posee un objeto social directamente relacionado con el objeto del 
convenio,  en cuyo caso a la entidad ejecutora no le sería posible realizar otros 
contratos con particulares para la ejecución del objeto del convenio, puesto que 
ello sería materializar una intermediación, lo cual no es posible.  
 
Es decir, si dentro de la justificación de la necesidad que se pretende satisfacer 
con el objeto del convenio y dentro de las cláusulas del convenio mismo  se llega a 
la conclusión de que la entidad ejecutora puede contratar a un particular para la 
ejecución del convenio, como es el caso de los convenios interadministrativos que 
tiene como fin que se construya una obra a través del agotamiento de las 
modalidades de selección del contratista regidas por la Ley 80 de 1993, Ley 1150 
de 2007, Decretos 1510 de 2013 y compilatorio 1082 de 2015, pues ello escaria 
permitido claramente, pues además si así lo indica una de las cláusulas del 
convenio, no seria otra circunstancia que el mutuo acuerdo de voluntades, sin 
embargo si dentro de la justificación de la necesidad por satisfacer y dentro de las 
cláusulas del convenio esta claramente establecido que existe una entidad 
ejecutora del objeto para suplir la necesidad, que nace por virtud de que la entidad 
ejecutora posee ese objeto social, ahí esta sopesado sin duda alguna que si esa 
entidad ejecutora suscribe uno o varios contratos para la ejecución del objeto, 
estaría rayando con la intermediación y con la desnaturalización del fin del 
convenio interadministrativo, puesto que si la celebración del convenio 
interadministrativo tiene como fin que una entidad pública gubernamental ejecute 
directamente el convenio interadministrativo suscrito, y esta llega a subcontratar a 
un tercero para la ejecución del mismo, pues estaría alejándose de la satisfacción 
de la necesidad suplido por una entidad pública y además de alguna manera la 
entidad ejecutora estaría incurriendo en la denominada intermediación con el fin 
de evadir otras normas de la contratación estatal. 
 
5.1.4  Régimen Jurídico del convenio interadministrativo. En atención a las 
partes intervinientes y los fines perseguidos con el convenio interadministrativo, si 
bien es cierto, está mencionado en el artículo 76 del Decreto 1510 de 2013, 
Compilado por el Art. 2.2.1.2.1.4.4 del Dcto 1082 de 2015, como una causal de 
contratación directa, este acuerdo de voluntades no se debería regir en su 
ejecución por las disposiciones consagradas en el Estatuto General de la 
Contratación Pública, sino que debería estarse  a lo consagrado en el artículo 209 
de la Constitución Política de Colombia y artículo 6 de la ley 489 de 1998, es decir, 
al imperio del deber de todas las entidades públicas de actuar de manera 
coordinada para cumplir los fines, planes y programas del gobierno como 
elemento integral del Estado, y de los artículos 95 y 107 de esta Ley 489 de 1998, 
la cual consagra la posibilidad que para atender al deber de las entidades, de 
actuar de manera coordinada, pueda suscribir convenios entre sí, ya sea de 
asociación, de cooperación, interinstitucional, o para la formación de persona 
jurídica nueva, entre otras formas, y desde luego el artículo 3º de la ley 1437 de 
2011, en el cual se establece que todas las entidades públicas deben actuar en 
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atención a los principios de la función administrativa, como son los de: 
cumplimiento del derecho de defensa, de igualdad, de imparcialidad entre otros. 
 
Es decir, el régimen jurídico del convenio interadministrativo no es el Estatuto 
General de la Contratación Pública, sino que, la suscripción, la forma de ejecución, 
las variantes que se pueden presentar durante su ejecución y la liquidación del 
mismo, están dados por la ley 489 de 1998 y por los principios de la función 
administrativa a los cuales se deben ceñir todas las actuaciones de las entidades 
públicas en sede administrativo, como lo es la contratación estatal. 
 
Claro, esta diferencia de régimen jurídico hace a las entidades gubernamentales 
más eficientes y eficaces, puesto que al no aplicar las normas restrictivas del 
Estatuto General de la Contratación Pública, determina que el cumplimiento de los 
objetivos de estas entidades sean más expeditos. Sólo para citar un ejemplo: si 
durante la ejecución del convenio interadministrativo suscrito entre el Ministerio de 
Justicia y del Derecho y el Municipio de Santa Rosa de Viterbo, se ve la necesidad 
de sumarle más recursos económicos a la entidad territorial para la completa 
ejecución del objeto, esta adición en recursos puede ser igual o superior al 100% 
de los recursos económicos transferidos, y ello no tiene ningún impedimento legal, 
puesto que no aplicaría el artículo 40 de la Ley 80 de 1993, que hace parte del 
Estatuto General de la Contratación Pública, el cual indica que un contrato se 
puede adicionar empero máximo en el 50% de su valor. 
 
Por consiguiente, al convenio no le aplican las disposiciones del contrato estatal, 
pues es un acuerdo de voluntades cuyo régimen jurídico es el derecho especial, 
como lo es la Ley 489 de 1998 y la Carta Política de Colombia, y máxime cuando 
de la lectura de las normas que integran el Estatuto General de la Contratación 
Pública se establecen requisitos y procedimientos para los contratos, no para los 
convenios.  
 
Es sano y útil que el convenio interadministrativo no tenga como régimen jurídico 
el Estatuto General de la Contratación Pública, pues como ya se ha argumentado 
anteriormente, se trata de acuerdos de voluntad entre entidades del mismo 
Gobierno, dos bolsillos de un mismo pantalón. 
 
5.2  EL CONTRATO INTERADMINISTRATIVO 
 
5.2.1 Concepto de contrato interadministrativo. Es aquel acuerdo de 
voluntades suscrito entre dos o más entidades públicas en el que, por lo menos 
una de ellas obtiene una contraprestación directa que se materializa utilidad o 
ganancia económica derivada del acuerdo de voluntades y de la ejecución del 
objeto contractual a ejecutar. 
 
En efecto, en el marco del Estado Social de Derecho Colombiano se encuentran 
entidades públicas que, por su propia naturaleza jurídica y origen legal son 
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verdaderas empresas, poseen una actividad económica y por tal motivo en su 
trasegar administrativo diario, participan de ganancias o utilidades económicas 
derivadas de la venta de los servicios que prestan. Aquí se tienen las Empresas 
Sociales del Estado, las cuales por disposición de la Ley 100 de 1993 se dedican 
a la venta de servicios de salud y, en consecuencia de ello, reportan en sus libros 
de contabilidad utilidades económicas que distribuyen en el ejercicio de su propia 
actividad.  
 
Es así como se puede citar aquel acuerdo de voluntades que se suscribe entre la 
Empresa Social del Estado E.S.E., de la jurisdicción del Municipio de Santa Rosa 
de Viterbo y la Alcaldía Municipal de Santa Rosa de Viterbo, cuyo objeto es que 
esta empresa le preste los servicios y actividades que integran el Plan Territorial 
de Salud Pública, durante determinada vigencia fiscal al Municipio de Santa Rosa 
de Viterbo, con un precio de $100’.000.000 m/cte. Este es un verdadero contrato 
interadministrativo, puesto que es derivado del acuerdo de voluntades entre 
entidades públicas, y por la naturaleza jurídica de la entidad ejecutora, la E.S.E. 
puede sin ningún inconveniente no destinar el 100% de los recursos públicos, 
precio del contrato en la ejecución del objeto contractual, sino que invierte el 
porcentaje que reste de la utilidad económica que la ESE obtiene derivado de 
estos servicios contratados.  
 
En el contrato interadministrativo no se puede indicar que exista una disposición, 
un giro o una transferencia de recursos públicos, sino que existe un pago por unos 
servicios. 
 
5.2.2 Partes del contrato interadministrativo. Al igual que el convenio 
interadministrativo, para poder enmarcarlo dentro de la denominación 
“interadministrativo” sine cuanon, debe deprecarse este acuerdo de voluntades de 
y entre entidades públicas gubernamentales; sin embargo, por tratarse de un 
contrato, se puede indicar que uno de los extremos adquiere la calidad de entidad 
contratante y el otro extremo de la relación se denomina contratista, en la cual la 
entidad contratante hará un pago económico de los servicios contratados y la 
entidad contratista o ejecutora del objeto del contrato recibirá un pago económico 
por los servicios prestados. 
 
5.2.3  Características del Contrato Interadministrativo 
 
Solo se predica de y entre entidades públicas. Tal como se ha indicado, para 
que se pueda denominar “interadministrativo”, los dos extremos de la relación 
deberán ostentar la calidad de entidades públicas gubernamentales sin importar 
su nivel o jerarquía. 
 
Estas entidades públicas suscribientes que integran los extremos contractuales, se 
diferencian marcadamente con el concepto de convenio, en el sentido que en el 
contrato un extremo del acuerdo de voluntades posee la calidad de entidad 
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contratante, quien posee la necesidad por satisfacer y debe erogar la suma dinero 
para el pago del objeto a contratar a fin de satisfacer la necesidad planteada; el 
otro extremo de la relación es la entidad denominada contratista, que a mutuo 
propio ejecutará de manera directa las actividades del objeto contractual, a cambio 
de un precio pactado de común acuerdo. 
 
Derivado del acuerdo de voluntades, por lo menos una de las entidades 
suscribientes recibe una contraprestación directa que como ya se ha 
mencionado para el autor de este texto ello significa una utilidad o ganancia 
económica. En el contrato interadministrativo, por lo menos una de las entidades 
suscribientes del acuerdo de voluntades, que para el caso será la entidad con la 
calidad de contratista o ejecutora del objeto del contrato, tendrá la facultad de 
descontar del total de precio pactado un porcentaje a título de ganancia 
económica, el cual irá a nutrir las arcas de esta entidad ejecutora y que podrá 
disponer a su libre albedrío, pues es un dinero que obtiene derivado de la venta 
del objeto contractual, que constituirá la satisfacción de la necesidad planteada por 
parte de la entidad contratante. 
 
Es decir, en el contrato interadministrativo siempre existirá la disposición de 
recursos públicos, los cuales más allá de poderlos denominar como una 
transferencia o como giro, se denominan pago o precio económico por el objeto 
contratado. 
 
En el contrato interadministrativo, una entidad o entidades públicas paga un precio 
por la satisfacción de una necesidad como entidad contratante, y la otra u otras 
entidades recibe un pago o precio por complacer esa necesidad en su calidad de 
contratista.  
 
La ejecución del objeto contratado debe ser realizada directamente por la 
entidad contratista. En el contrato interadministrativo, la entidad contratista o 
ejecutora del objeto contractual irá a satisfacer la necesidad de la entidad 
contratante, lo deberá hacer directamente bajo su propia responsabilidad 
conforme al precio previamente pactado, y sólo en algunos esporádicos eventos 
en los que por falta de personal de planta, podría contratar a particulares para que 
contribuya al cumplimiento de este objeto contratado, y desde luego sin que ello 
signifique una intermediación o tercerización del contrato.   
 
Aquí es necesario hacer claridad que la posibilidad de que derivado de la 
suscripción de un contrato interadministrativo se puedan generar procesos 
contractuales para seleccionar objetivamente a un particular que coadyuve con la 
ejecución del objeto del contrato, ello no significa que la entidad ejecutora suscriba 
diversos contratos estatales con terceros que ejecuten el 100% del objeto del 
contrato, pues ello seria alejarse del espíritu del contrato interadministrativo, en el 
sentido de que sea la entidad pública gubernamental quien deba ser la ejecutora y 
no un tercero.  
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Si dentro de la justificación de la necesidad que se pretende satisfacer con el 
objeto del contrato y dentro de las cláusulas del contrato mismo se llega a la 
conclusión de que el objetivo es que se satisfaga la necesidad a través  de una 
entidad pública gubernamental que posea un objeto social y actividad económica 
inherente al objeto del contrato y no tendría sentido que esta entidad con la que se 
suscribio el contrato realice uno o varios contratos para que sea este tercero el 
verdadero ejecutor del objeto del contrato.   
 
Con respecto a este punto de reflexión sobre el ejecutor del contrato 
interadministrativo traigo a colación lo manifestado por la Auditoría General de la 
República en el año 2011, quien a través del Dr. Iván Darío Gómez Lee, expresó:  
 
... Se advierten contratos interadministrativos que son ropajes para entregar 
recursos en la administración, en donde la entidad pública contratista cumple 
funciones de intermediación o subcontratación, para eludir los procesos de 
selección objetiva y utilizar el régimen de derecho privado que se confiere a 
determinadas entidades estatales como por ejemplo las universidades o, a 
ciertas empresas industriales y comerciales del Estado y/o empresas de 
economia mixta…78. 
 
La necesidad de que en el contrato interadministrativo, la entidad ejecutora del 
objeto lo haga a mutuo propio y de manera directa, se refleja en su propio objeto 
jurídico o actividad económica consagrada desde su mismo acto de creación; es 
decir, si una entidad ejecuta directamente ciertas actividades bajo la denominación 
contrato interadministrativo y desde luego cobra por ello, es debido a que jurídica-
mente esta entidad posee este objeto social, a esa actividad se dedica y por lo 
cual, además, la predica como idónea y con la experiencia necesaria para ello. 
 
El contrato interadministrativo no debe entenderse como una tercerización, a fin de 
vulnerar las normas del Estatuto General de la Contratación Pública, sino que 
debe entenderse que la entidad contratista ejecuta el objeto con su personal de 
planta o esporádicamente con algunos contratistas, empero es esta entidad quien 
asume la responsabilidad de la satisfacción del objeto acordado. 
 
En el caso planteado anteriormente, en el que la Empresa Social del Estado en su 
calidad de contratista de la Alcaldía Municipal de Santa Rosa de Viterbo, ejecutará 
los servicios que integran el Plan Departamental de Salud Pública, se encuentra 
que es la propia Empresa Social del Estado quien ejecutará los servicios que 
integran el objeto contractual y por ello cobra un precio; estos servicios serán 
directos por la entidad con su esfuerzo administrativo y personal, y sólo en caso 
excepcional, podrá subcontratar objetos encaminados para el cumplimiento del 
contrato interadministrativo; empero, ello es posible de manera excepcional, pues 
                                            
78 GÓMEZ LEE, Iván Darío y CÉSPEDES VILLA, Freddy. Control al control de la contratación: 
riesgos, desaciertos y posibilidades. Bogotá: Auditoría General de la República, 2011. 
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si llegare a ser la regla general, no sería el contrato interadministrativo la manera 
de satisfacer la necesidad, sino que tal vez podría compensarse a través de la 
utilización de una modalidad de selección del contratista de licitación, selección 
abreviada, concurso de méritos, mínima cuantía o contratación directa, luego de 
desarrollar cualquiera de estos procesos de selección del contratista, se escoja a 
un particular persona natural o jurídica, que en calidad de contratista ejecute el 
objeto que satisface la necesidad planteada. 
 
5.2.4 Régimen legal del contrato interadministrativo. El contrato 
interadministrativo se rige en toda su extensión por las disposiciones consagradas 
en el Estatuto General de la Contratación Pública, verbi gratia, Ley 80 de 1993, 
Ley 1150 de 2007, Ley 1474 de 2012 artículo 82 a 94, Decreto 019 de 2012 y 
Decreto 1510 de 2013, compilado por el Dcto 1082 de 2015 y como tal, está sujeto 
a todas sus restricciones y condiciones. 
 
Es en especial en el artículo 2 numeral 4 literal c79 de la Ley 1150 de 2007, que 
establece que el contrato interadministrativo es una causal para el empleo de la 
modalidad de selección del contratista denominada directa y, por ende, debe la 
entidad contratante atender al cumplimiento de los requisitos de forma, de 
perfeccionamiento, ejecución y legalización de los contratos estatales 
consagrados en los artículos 3980 y 4181 de la Ley 80 de 1993, modificado por el 
                                            
79 Ley 1150 de 2007. "Artículo 2°. De las modalidades de selección. (..) La escogencia del 
contratista se efectuará por regla general a través de licitación pública, con las excepciones que se 
señalan en los numerales 2, 3 y 4 del presente artículo. (...) 4. Contratación directa. La modalidad 
de selección de contratación directa, solamente procederá en los siguientes casos… (...) c) 
Contratos interadministrativos, siempre que las obligaciones derivadas de los mismos tengan 
relación directa con el objeto de la entidad ejecutora señalado en la ley o en sus reglamentos. Se 
exceptúan los contratos de obra, suministro, encargo fiduciario y fiducia pública cuando las 
instituciones de educación superior públicas sean las ejecutoras. Estos contratos podrán ser 
ejecutados por las mismas, siempre que participen en procesos de licitación pública o de selección 
abreviada de acuerdo con lo dispuesto en los numerales 1 y 2 del presente artículo. 
En aquellos eventos en que el régimen de la ejecutora no sea el de la Ley 80 de 1993, la ejecución 
de dichos contratos estará en todo caso sometida a los principios de la función administrativa a que 
se refiere el artículo 209 de la Constitución Política, al deber de selección objetiva y al régimen de 
inhabilidades e incompatibilidades de la Ley 80 de 1993 salvo que se trate de Instituciones de 
Educación Superior Públicas, caso en el cual la celebración y ejecución podrán realizarse de 
acuerdo con las normas específicas de contratación de tales entidades, en concordancia con el 
respeto por la autonomía universitaria consagrada en el artículo 69 de la Constitución Política. 
En aquellos casos en que la entidad estatal ejecutora deba subcontratar algunas de las actividades 
derivadas del contrato principal, no podrá ni ella ni el subcontratista, contratar o vincular a las 
personas naturales o jurídicas que hayan participado en la elaboración de los estudios, diseños y 
proyectos que tengan relación directa con el objeto del contrato principal. 
Estarán exceptuados de la figura del contrato interadministrativo, los contratos de seguro de las 
entidades estatales; (...)". 
80 Ley 80 de 1993. Artículo 39: De la forma del contrato estatal. Los contratos que celebren las 
entidades estatales constarán por escrito y no requerirán ser elevados a escritura pública, con 
excepción de aquellos que impliquen mutación del dominio o imposición de gravámenes y 
servidumbres sobre bienes inmuebles, y en general aquellos que conforme a las normas legales 
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artículo 23 de la Ley 1150 de 2007 y artículo 3482 del Decreto 1510 de 2013, 
compilado por el Art, 2.2.1.1.2.3.1 del  Dcto 1082 de 2015. 
 
En este tipo de acuerdos de voluntad es ajena la utilización de las disposiciones 
de la Ley 489 de 1998, pues allí sólo se nombran los convenios, en tanto que en el 
Estatuto General de la Contratación Pública se nombra taxativamente el término 
contrato y, por ende, es apropiado aplicar todas las disposiciones allí 
consagradas. 
 
Para el ejemplo que ya se ha mencionado, sobre el contrato interadministrativo 
que se suscribe entre la Empresa Social del Estado y la Alcaldía municipal de 
Santa Rosa de Viterbo, bajo el principio de economía, planeación y/o maduración 
de proyectos consagrado en el artículo 25 numeral 12 de la Ley 80 de 1993, 
modificado por el artículo 87 de la Ley 1474 de 201183 y artículo 20 del Decreto 
1510 de 201384, compilado por el Art. 2.2.1.1.2.1.1 deberá la entidad pública 
                                                                                                                                     
vigentes deban cumplir con dicha formalidad. Las entidades estatales establecerán las medidas 
que demande la preservación, inmutabilidad y seguridad de los originales de los contratos. 
81 Ley 80 de 1993. Artículo 41: Del perfeccionamiento del contrato. Los contratos del Estado se 
perfeccionan cuando se logre acuerdo sobre el objeto y la contraprestación y éste se eleve a 
escrito. 
El art. 23 de la Ley 1150 de 2007, modificó el inciso segundo de este artículo así: Para la 
ejecución se requerirá de la aprobación de la garantía y de la existencia de las disponibilidades 
presupuestales correspondientes, salvo que se trate de la contratación con recursos de vigencias 
fiscales futuras de conformidad con lo previsto en la ley orgánica del presupuesto. El proponente y 
el contratista deberán acreditar que se encuentran al día en el pago de aportes parafiscales 
relativos al Sistema de Seguridad Social Integral, así como los propios del Sena, ICBF y Cajas de 
Compensación Familiar, cuando corresponda. 
82 Decreto 1510 de 2013. Artículo 34: De los requisitos de perfeccionamiento, ejecución y pago. En 
el Cronograma, la Entidad Estatal debe señalar el plazo para la celebración del contrato, para el 
registro presupuestal, la publicación en el Secop y para el cumplimiento de los requisitos 
establecidos en el pliego de condiciones para el perfeccionamiento, la ejecución y el pago del 
contrato. 
83 El numeral 12 del artículo 25 de la Ley 80 de 1993 quedará así:  
1. Previo a la apertura de un proceso de selección, o a la firma del contrato en el caso en que la 
modalidad de selección sea contratación directa, deberán elaborarse los estudios, diseños y 
proyectos requeridos, y los pliegos de condiciones, según corresponda.  
Cuando el objeto de la contratación incluya la realización de una obra, en la misma oportunidad 
señalada en el inciso primero, la entidad contratante deberá contar con los estudios y diseños que 
permitan establecer la viabilidad del proyecto y su impacto social, económico y ambiental. Esta 
condición será aplicable incluso para los contratos que incluyan dentro del objeto el diseño.  
84 Decreto 1510 de 2013. Artículo 20: Estudios y documentos previos. Los estudios y documentos 
previos son el soporte para elaborar el proyecto de pliegos, los pliegos de condiciones, y el 
contrato. Deben permanecer a disposición del público durante el desarrollo del Proceso de 
Contratación y contener los siguientes elementos, además de los indicados para cada modalidad 
de selección: 
1. La descripción de la necesidad que la Entidad Estatal pretende satisfacer con el Proceso de 
Contratación.  
2. El objeto a contratar, con sus especificaciones, las autorizaciones, permisos y licencias 
requeridos para su ejecución, y cuando el contrato incluye diseño y construcción, los 
documentos técnicos para el desarrollo del proyecto.  
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contratante suscribir, anterior a la firma del contrato interadministrativo, un estudio 
previo con el cumplimiento de sus requisitos mínimos allí consagrados. 
 
Otro ejemplo para el presente caso de contratos interadministrativos es que, al 
contrario del convenio interadministrativo, en los contratos no puede la entidad 
contratante girar el 100% de los recursos económicos a la entidad pública 
contratista, puesto que al regirse por las disposiciones del Estatuto General de la 
Contratación Pública, se debe aplicar lo consagrado en el parágrafo del artículo 
4085 de la Ley 80 de 1993, el cual indica categóricamente que en todo contrato 
que celebren las entidades públicas se podrá pactar el pago anticipado y la 
entrega de anticipos, pero su monto no podrá exceder del 50% del valor del 
respectivo contrato.  
 
Ahora bien, el artículo 209 de la Constitución Política de Colombia y artículo 3 de 
la Ley 1437 de 2011, se incorpora al régimen jurídico los contratos 
interadministrativos, pues en el caso de la Carta Política, por ser norma superior 
no puede ser ajena a todo el aparato de la administración pública, y en el caso de 
la Ley 1437 de 2011, se trata del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 
Contencioso Administrativo; por ende, aplica con todo rigor a la contratación de la 
administración pública. La diferencia con el régimen jurídico del convenio 
interadministrativo, es que para el caso del contrato interadministrativo sí se aplica 
en toda extensión las disposiciones del estatuto general de la contratación 
Administrativa, Verbi Gratia: Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007, Decreto 1510 de 
2013, compilado por el Dcto 1082 de 2015. 
 
                                                                                                                                     
3. La modalidad de selección del contratista y su justificación, incluyendo los fundamentos 
jurídicos.  
4. El valor estimado del contrato y la justificación del mismo. Cuando el valor del contrato esté 
determinado por precios unitarios, la Entidad Estatal debe incluir la forma como los calculó y 
soportar sus cálculos de presupuesto en la estimación de aquellos. La Entidad Estatal no debe 
publicar las variables utilizadas para calcular el valor estimado del contrato cuando la modalidad 
de selección del contratista sea en concurso de méritos. Si el contrato es de concesión, la 
Entidad Estatal no debe publicar el modelo financiero utilizado en su estructuración.  
5. Los criterios para seleccionar la oferta más favorable.  
6. El análisis de riesgo y la forma de mitigarlo.  
7. Las garantías que la Entidad Estatal contempla exigir en el Proceso de Contratación.  
8. La indicación de si el Proceso de Contratación está cobijado por un Acuerdo Comercial.  
El presente artículo no es aplicable a la contratación por mínima cuantía.  
85 Ley 80 de 1993. Artículo 40: Parágrafo. En los contratos que celebren las entidades estatales se 
podrá pactar el pago anticipado y la entregada de anticipos, pero su monto no podrá exceder del 
cincuenta por ciento (50%) del valor del respectivo contrato. 
Los contratos no podrán adicionarse en más del cincuenta por ciento (50%) de su valor inicial, 




- Los convenios y los contratos interadministrativos constituyen acuerdos de 
voluntad, los cuales tienen su origen en el cumplimiento de la Constitución Política 
de Colombia y la ley, encaminados al cumplimiento de los fines esenciales del 
Estado, los propios de cada entidad suscribiente, y con el fin último de la eficiencia 
en el gasto público y la satisfacción de derechos y necesidades de la sociedad. 
 
- El contrato interadministrativo es aquel acuerdo de voluntades, entre dos o más 
entidades públicas, que actúan en pro del cumplimiento de los fines esenciales del 
Estado y los propios de cada entidad, cuya principal característica es que por lo 
menos una de las entidades suscribientes de este acuerdo de voluntades, tiene 
una contraprestación directa que se refleja en una ganancia o utilidad económica 
directamente relacionada por el cumplimiento del objeto del contrato.  
 
- El contrato interadministrativo es una forma de acuerdo de voluntades o 
negocio jurídico entre entidades públicas, el cual se rige en toda su integridad por 
las normas del Estatuto General de la Contratación Pública, verbi gratia, Ley 80 de 
1993, Ley 1150 de 2007 y Decreto 1510 de 2013, compilado por el Dcto 1082 de 
2015.  
 
- El convenio interadministrativo es aquel acuerdo de voluntades, entre dos o 
más entidades públicas, que actúan en pro del cumplimiento de los fines 
esenciales del Estado y los propios de cada entidad, cuya principal característica 
es que ninguna de las entidades públicas suscribientes de este acuerdo de 
voluntades, tiene contraprestación directa, es decir no obtiene una ganancia o 
utilidad económica directamente relacionada con el cumplimiento del objeto del 
convenio, sino que constituyen obligaciones de dar o hacer sin ganancia o utilidad 
económica, aunque en algunas oportunidades para la ejecución de estas 
obligaciones derivadas del convenio, se requiere que las entidades suscribientes, 
o por lo menos una de ellas, disponga el giro o transferencia de recursos 
económicos. 
 
- El convenio estatal interadministrativo no es la única forma que tienen las 
entidades públicas de suscribir acuerdos de voluntad entre ellas, pues en virtud al 
principio de coordinación, consagrado en la Ley 489 de 1998, también existen los 
convenios de asociación, convenios de cooperación, convenios de colaboración, 
convenios interinstitucionales, convenios para la prestación de servicios públicos 
en común, entre otros. 
 
- El convenio estatal es un acuerdo de voluntades entre entidades públicas, el 
cual no se rige por las normas del Estatuto General de la Contratación Pública, 
verbi gratia, Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007 y Decreto 1510 de 2013, 
compilado por el Dcto 1082 de 2015, sino que el nombre, la suscripción, ejecución 
y liquidación de los mismos se rigen por el artículo 209 de la Constitución Política 
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de Colombia, artículo 3 de la Ley 1437 de 2011, artículo 6 de la Ley 489 de 1998 y 
artículos 95 y 107 de la Ley 489 de 1998, normas que indican que las entidades 
públicas entre sí, podrán suscribir convenios de asociación, de cooperación, de 
colaboración, para la prestación de servicios públicos en común, entre otros, en 
cumplimiento de los fines esenciales del Estado, los propios de cada entidad 
suscribiente, en pro de los principios de la función y actuación administrativa y en 
especial, en el principio de coordinación que debe existir entre las entidades 
públicas. 
 
- Este régimen legal aplicable a los convenios le permite a las entidades públicas 
ser más amplias a la hora del cumplimiento del objeto convenido, pues no le 
aplican limitantes conforme al Estatuto General de la Contratación Pública; se dan 
para los contratos interadministrativos, puesto que no están sujetos a límites que 
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